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El canciller de competencias de Mallorca y los 
conflictos entre las jurisdicciones real y 

eclesiástica 
(1549-1835) 

A N T O N I O P L A N A S R O S S E L L Ó 

1. La figura riel Canciller en la Corona de Aragón 

Durante el Ant iguo Régimen la Iglesia católica es tuvo dotada de una amplia 
jurisdicción especial , establecida por el Derecho canónico y respetada por los reinos 
particulares. ' Sin e m b a r g o , los contenidos de esta jur isdicción, en muchos aspectos 
imprecises, «eneraron con gran frecuencia lensioiies > c n n l l i c i o s con la jurisdicción regia. 

Según el Derecho canónico , en los casos de conflicto de competenc ias , la decisión 
correspondía al juez, eclesiást ico. Por el contrario, en la práctica de la Corona de Aragón 
tales conflictos eran resueltos por el monarca y su Real Audiencia o Cancil lería . En muchos 
casos , la cuest ión no se conseguía solucionar de forma pacífica, de forma que con mucha 
frecuencia se sucedían embargos de temporalidades y otras medidas coactivas por parte de la 
jurisdicción real -per exercici de superioritat in qual luí ainversalmeitr en tutes íes 

temporalitats de son regne- y excomuniones y entredichos por parte de la eclesiástica. 

En 1372, para resolver las competencias entre la jur isdicción eclesiástica y la secular 
en el Principado de Cata luña se concertó una concordia que fue suscrita por la Reina Leonor, 
c o m o lugarteniente de Pedro IV, y e! Cardenal C o m c n g e . legado a tolere del S u m o 
Pontífice, Gregor io XI. Se d ispuso en ella que las causas de contención fuesen juzgadas por 
dos arbitros nombrados respect ivamente por el rey y por la curia eclesiástica, en un plazo át 

tres meses . En caso de que no resolviesen en dicho plazo deberían nombrar un tercer arbitro 
para decidir la cuest ión con uno de ellos o con ambos . ' Por privilegio de Alfonso V dado en 
Sant Cugat el 11 de sept iembre de 1418 se dispuso que , en caso de que no concordasen el 
nombramiento del tercer arbitro en el plazo de tres meses, debería resolver la competencia el 
Canci l ler . 3 Por pr ivi legio de Fernando 11 de 23 de abril de 1 4 % se redujo el plazo para 
decidir la controversia y se dispuso que debería decidir el Canciller siempre que deniro de éste 
los arbitros no hubiesen resuelto o declarado su desacuerdo. Si el Canci l ler se hallaba 
ausente del lugar debería decidirlo la persona eclesiástica que designase el monarca o quien 
hiciera sus veces . 4 F inalmente , por privilegio de 2 de diciembre de 1510 d ispuso el monarca 
que en caso de que no declarase el Cancil ler en plazo de 30 días, el confl icto se entendiese 
resuello en favor de la jur isdicción eclesiástica. 5 

Subrc el runJ.uiiL-iito de tula jumiJiecicin tir. (¡ M . \ K i i \ i / Du /.. jurisdicción eclesiástica", en 
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C Y A D C , 11, 3, 2. 4. 
C Y A D C , I I . 3, 2. d. 
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Los aspectos procesales del ejercicio de esta jurisdicción especial se fueron fijando 
paulat inamente a través de un amplio conjunto de disposiciones regias. 

El sistema de la Concordia de 1372 fue extendido más larde a los reinos de Aragón y 
de Valencia . En Valencia nos consta que el sistema funcionaba por lo menos a partir de las 
cortes de 1488, aunque , según parece, así lo había dispuesto Juan II en unas cortes anteriores 
celebradas en Murviedro/ ' En Aragón el procedimiento se introdujo mediante fuero otorgado 
por Car los I en las cortes de Zaragoza de 1528, aunque sin ordenar expresamente que se 
aplicase la concordia de 1372. 7 

Cuando se dispuso que la segunda instancia para la resolución de las competencias en 
el Principado de Cata luña correspondería al Canciller real, este alto oficial era un prelado que 
presidía el consejo del rey y refrendaba las disposiciones regias dirigidas a los diferentes 
reinos de la Corona de Aragón. Sin embargo , la reforma del Consejo S u p r e m o de la Corona 
por la pragmática de Fernando II de 19 de noviembre de 1494 supuso que pasase a ser 
presidido por el Vicecancil ler. De esta forma, el an t iguo Canci l ler eclesiást ico perdió sus 
competenc ias universales respecto al conjunto de la Corona de Aragón y se vio reducido a la 
presidencia de una de las dos salas civiles de la Audiencia de Cata luña . Para la resolución d; 
los conflictos entre la jur isdicción real y la eclesiástica ordinaria en los reinos de Aragón, 
Valencia y Mallorca se tuvieron que crear unos nuevos oficiales, a los que se dio a s imi smo 
el nombre de Cancil ler , cuyas atr ibuciones quedaron limitadas exclus ivamente a la decisión 
de las contenciones en cada uno de estos re inos. 8 El primer canciller de Valencia fue 
nombrado en 1537, a raíz de una petición de las cortes de 1533. 9 

2. El Canciller de Mallorca 

2.1 La creación del oficio y los inicios de su actividad 

Hasta el reinado de Carlos I las contenciones de jurisdicción fueron en Mallorca una 
fuente de importantes conflictos. Para su solución se seguía el procedimiento denominado de 
banco regio, de forma que era el virrey o lugarteniente general quien tenía la facultad ds 
determinar la competencia . Sin embargo , en muchas ocasiones no se conseguía una 
solución aceptada por ambas partes. Las auloridades seculares decretaban la ocupación de 
temporalidades cuando la jur isdicción eclesiástica entraba en conflicto con el las , y como 
represalia los ob i spos fulminaban excomuniones y ent redichos . 1 0 Para intentar paliar tales 
d isputas , a mediados del siglo XVI se extendió a Mallorca el s is tema de la Concordia de 
1372. 

Hl primer Canci l ler de Mallorca fue creado por la Reina María de Bohemia, 
lugarteniente general de Car los 1, el 24 de agosto de 1549. El nombramien to recayó en el 
canónigo Miquel Gual , a quien se encomendó que aplicase la concordia entre la reina Leonor 
y el cardenal C o m e n g e . " Sin embargo , su jurisdicción careció de efectividad hasta el 2 0 efe 
marzo de 1551. fecha en la que el Papa Julio III concedió el breve apos tó l ico extendiendo al 
reino de Mallorca la Concordia de 1 3 7 2 . a El 16 de mayo del m i s m o año el Emperador 

F U R S O E V A L E N C I A , m. v, 11 y 12. 
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lKíiu. I, 97 (Libru III. rub. De ta competencia dejurisdicciones }. 
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Catludoitiae. liatcelona. Joscptiun: ¡-'oreada, Ififil, [lee. VII. 89 (I, 61). 
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Carlos I, mandó que se observase lo dispuesto por el Santo Padre. La puesta en práctica de 

la concordia dio lugar a algunas dudas , que se solucionaron mediante resolución del Consejo 

de Aragón comunicada por el Príncipe Felipe al lugarteniente y capitán general de Mallorca 

el 4 de diciembre de 1 5 5 1 . 1 3 Las relaciones entre ambas jurisdicciones pasaban en aquellos 

momentos por c i rcunstancias conflietivas en la isla, pues nos consta que el 9 de j un io del 

mismo año el lugarteniente general había ordenado la ocupación de las temporalidades de la 

mensa ep i scopa l . 1 4 

El Canciller del Reino de Mallorca, a pesar de su denominación, se cons t i tuyó c o m o 

un simple juez de competencias que, a diferencia del catalán, no tuvo intervención alguna en 

la Real Audiencia . En los reinos peninsulares el Cancil ler era a s imi smo el presidente de la 

cancillería particular del reino -la llamada cancillería pan-a- a la que estaba atribuida la 

concesión y firma de las disposiciones en el seno de cada provincia . 1 5 Sin embargo , en los 

reinos de Mallorca y de Cerdeña no existió j amás semejante órgano, pues no se disponía de! 

sello r e g i o . 1 6 

Tenemos constancia del inicio de la actividad del canciller al poco t iempo de la 

disposición de Car los I de 16 de mayo de 1551. En noviembre de ese año se firmó una 

contención acerca de la causa contra un tonsurado casado, a quien se imputaban los delitos de 

homicidio y fautoría de bandidos, que fue resuelta por el canciller en favor de la curia 

eclesiástica, mediante sentencia de 2 de dic iembre . 1 7 

2.2 Los requisitos del cargo 

El Cancil ler debía ser s iempre un eclesiástico, secular o regular. La mayor parte de 

los cancilleres fueron dignidades o canónigos de la catedral de Mallorca, pero en varias 

ocasiones se designaron rel igiosos de distintas órdenes o congregaciones. En Valencia 

existía una disposición que prohibía que se otorgase el oficio de Canci l ler a los inquisidores. 

En Mal lorca no conocemos una disposición semejante, aunque en la práctica ambos oficios 

se consideraron incompatibles en los siglos XVI y XVII . De hecho, el pr imer Canciller, 

doctor Miquel Gua l , cesó en su cargo cuando fue promovido a Inquisidor en 1565. Só lo 

desde 1719, tras la Nueva Planta de Gobierno , la Real Audiencia propuso inquisidores para 

cubrir el cargo, aduciendo que no existía incompatibilidad ya que las competencias entre el 

tribunal de la Inquisición y la jur isdicción real no se decidían por el juzgado del Canciller. '* 

En cuanto a su formación, las fuentes aluden a que debe ser persona letrada, pero no 

se precisa su ti tulación. En muchos casos se nombraban doctores en Derecho canónico o en 

Teología , pero en otros nos consta que no poseían formación jurídica. En 1578 los jurados 

de Mallorca impugnaron el nombramiento de un canciller que no era doctor en Derecho 

canón ico , 1 9 pero su pretensión no fue atendida. En Cataluña, según Corl iada, era suficiente 

que tuviese el grado d e bachiller en derechos. 

Una cuestión que resultó controvertida fue si el Canciller debía ser natural del Reino . 

En 1566, el monarca designó para el cargo al Abad de la Real, Fr. Onof're Dass io , que era 

catalán. Los jurados dirigieron una instrucción al síndico del reino ame la corte , para que 

ARM.CÓd. 180,306-308 
A. C A M P A N E R . Cronicón mayor Ícense. Calma. IXXI. 264 
J. L A L I N D E A B A D Í A , "El V icecanc i l l e r199 . 
J. A R R U T A ALBERD1, El Consejo Supremo de lo Corono de Aragón 11494-1707), Zaragoza. 1994, 
299. En 1024 los jurados se opusieron a la creación de una Cancillería en el reino de Mallorca 
pues supondría pagar por derecho del sello más de lo acostumbrado desde tiempo inmemorial (E 
F A J A R N É S , "Curiosidades históricas", BSAL, VI. Í48j 
ARM. AA 237. 147 = Ap doc. 2. 

ARM. LR 103. K6. 
ARM. AGC40. 255 
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solicitase al monarca que revocase el nombramiento de un extranjero, cosa que consideraban 
un agra vi que no se és fet ma y, afirmando que para servir el cargo en Cata luña había 
nombrado a micer María Sorr ibes y para el reino de Aragón al prior de Tarragona, ambos 
naturales de aquellos r e inos / " N o consta que se concediese la pretensión de los ju rados . En 
1580 se designó al trinitario Jeroni García, cuya procedencia desconocemos , 2 1 y en 
d ic iembre de 1588 al doctor mallorquín Mateu M a y o l . " En Valencia por fur de las cortes de 
1564 se d ispuso , a instancias de los brazos, que existiendo un natural conveniente para el 
cargo tuviese preferencia a los extranjeros . 1 1 Así, según Cortiada, en Aragón y Cataluña el 
Canci l ler debía ser s iempre natural, mientras que en Valencia, Mallorca y Cerdeña solía 
serlo casi s iempre, aunque no era precept ivo . ' 4 

El Canci l ler dehía prestar j u ramen to en poder del lugarteniente y capitán general en el 
acto de su toma de posesión del cargo. 

23 Lu sustitución 

En los casos de ausencia o vacante, el lugarteniente general designaba un Canciller 
interino, con carácter tempora l . I-I 29 de octubre de 1653 el monarca nombró al Dr. Jeroni 
Vicenç; M a i m ó , Canci l ler interino para todos los casos de ausencia o suspens ión de los 
t i tulares, con un salario de 500 r e a l e s / ' Pero este empleo de Canci l ler sust i tuto no tuvo 
cont inuidad en el futuro. 

2.4 El salario 

Las disposic iones fundacionales del juzgado de competencias no asignaron al 
Cancil ler un salario cierto. La primera noticia sobre el particular se contiene en el 
nombramien to del canciller Mateu Mayol , en 1588, que le señala una retr ibución de 200 
ducados anuales. ' ' ' Desde entonces la Procuración Peal s iguió satisfaciéndole un salario 
anual, que en 1691 ascendía a 320 l ibras . 1 1 

En el Re ino de Aragón la fijación del salario anual vino acompañada de la 
prohibición de percibir remunerac ión de las partes. Así, Carlos I en las cortes de Monzón de 
1533 d ispuso que si las partes graciosamente quisieran retribuirle, la dádiva no pudiera 
exceder de seis ducados, que debería entregar a sus consejeros. 2 " 

Sin embargo , en Mallorca no cabe duda de que el Cancil ler s iguió percibiendo tales 
cantidades. El 16 de noviembre de 1562 el monarca dispuso que los consejeros del Canciller 
percibiesen dos ducados cada uno, que debería pagar, en su caso, quien alegase tonsura, tanto 
si se declaraba en su favor c o m o en contra. El 21 de marzo de 1563 el rey, considerando 
excesivo el salario de diez escudos que se solían cobrar por cada causa , ordenó que no se 
pudiesen exigir más de siete en cada contención, c inco para el Canci l ler y dos para sus 
consul tores ." ' En 1657 el monarca ordenó al canciller M a y m ó , que había lasado un salario 

AKM. AH 699, 90v-91. 
ARM. l.K «JO, 27<)v 
AKM, LR 91. 144-145 , RP fiH. ,149-35 tv 
Furs, Capítols, provi MI m.\ e tutes de earl. MDI.XIIII. Valencia, loan Mcy. 1565. f. I. cap 1 
M. CORTIADA, l)ects\iones rcvcrcntii Cnnccitarn ., Occ XVII 2 (I. 273). 
ARM, AH 5339. 64 
ARM.L1Í9I. 144. 
AKM, LR 97. 107 
P SAVALL y S PENEN, Fueros, tibsenwHcitls V tulas de curte del reino de Araván. I. 33 
ARM.Qxl . 1K0, 279v. 
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excesivo por la compleja contención del quinto del vino, que resti tuyese lo que excediera de 
la lasa hab i tua l . ' 0 

2.5 La escribanía del Canciller y su archivo 

En principio, parece que el Cancil ler no tenía en Cataluña escribanía cierta donde se 
practicasen sus ac tuaciones . Así, en 1496 se dispuso el sistema de publicación y traslado de 
la sentencia a las partes, porque estas no tenían manera de conocer en poder de qué notario se 
habían otorgado. 1 1 En Mallorca vemos continuada una primera sentencia en el libro de 
sentencias cr iminales de la curia del lugarteniente general , redactada por el escribano del 
Canci l ler , Joan Bosch, que se dice nombrado por los reyes de Bohemia Maximi l i ano y 
Juana, como gobernadores generales de los reinos de España. No hemos podido averiguar a 
quien correspondió el nombramien to de sus sucesores en el cargo. Sólo nos consta que en 
1601 se planteó un confl icto entre el virrey Hernando de Zanogucra y el Canci l ler porque 
ambos pretendían que les compet ía el nombramiento del escr ibano. 1 ' En favor de la facultad 
del Cancil ler se alegaron las palabras de una const i tución dada en Barcelona en 1564, que 
prevé que en la publicación de las sentencias intervenga un notari per dit canciller 

deputador.™ N o nos consta directamente a quien se atr ibuyó la facultad, aunque pensamos 
que finalmente se resolvió en favor del Canciller, pues de lo contrario los nombramien tos de 
escribanos de la curia de competencias aparecerían en los registros de la curia de la 
gobernación, c o m o los de los res la mes cargos designados por el monarca o el lugarteniente 
general. 

Hasta la época de Er. Je rónimo García (1580-1588) sabemos que no se había formado 
un libro registro de sentencias y declaraciones, por lo que éstas se hallaban dispersas y era ae 

mucho inconveniente pena la breve expedición de las contenciones que se ofjressían no 

poderse aprovechar de exeinphues de lo (¡tic se havia delernnnadu en las passadas. 

El 20 de mayo de 1589 el monarca dispuso que se hiciese un armario para guardia y 
custodia de los papeles y procesos de contenciones , a cargo del Real Pa t r imonio . Este 
armario dispondría de dos l laves, una para el Cancil ler y la otra para su escr ibano, y se 
debería colocar en el Palacio de la Almudaina, en el lugar que el Canci l ler y el Procurador 
Real considerasen o p o r t u n o . 1 J El 7 de agosto de 1592 el monarca insistía en que se 
guardasen los papeles en e! archivo que se hizo en el castillo real.' ' ' 

El índice de Casos compues to por el Canciller Matías de Escalzo y Acedo (1720¬ 
1729) se remite a unos libros registro de cartas y de sentencias, que se debieron formar por 
los escribanos del Canci l ler a partir de aquella fecha. Lamentablemente tales libros, que 
serían út i l ís imos para nuestro trabajo, se han perdido. C o n t a m o s , sin embargo , con un 
códice conservado en el Archivo del Reino de Mallorca, que recoge una impór tame selección 
de documentos sobre el oficio de Canciller y una interesante antología de sentencias. Aunque 
su origen es desconocido, parece probable que proceda de la curia de competencias . 

En Aragón, sólo en 1678 se dispuso que se actuase por la escribanía de la 

gobernación, bajo la custodia del escribano mayor , porque muchos procesos se habían 

perdido. 3 6 

M. ESCAty.O Y ACEDO, índice atphobetu o di' casos y puntos c\pccitde\ f/tté puedett ocurrir cu et 
tribunal del Cnncctiitrulo de Competencias de este revno de Modorra. RPM, Ms. 786, 43. 
CYADC, 11,3, 2 .9 . 
ARM, Cód ISO. 2ti3. 
CYADC. I. 3 , 4 . 4 , 
A KM, Cód. I80j 2SI. M. ES CALZO. índice olpliahético.... ó 
M ESCALZO, índice alpludiétko....4 
P. SAVALL y S. PENEN, Fueros, observancias y actos de corle del reino de Artigan, I. 506. 
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3. Los casos sometidos a la decisión del Canciller 

La concordia sólo se aplicaba para resolver los conflictos entre la jurisdicción real y 
la curia eclesiástica ordinaria. En los conflictos con los jueces eclesiást icos delegados, o con 
el tribunal de la Inquisición, se seguía un procedimiento d i s t in to . " Era indiferente el hecho 
de que el juez eclesiást ico en Conflicto fuese la misma persona del ordinario, si actuaba en el 
caso en cuest ión c o m o delegado. Por ejemplo, en septiembre de 1652 el monarca dispuso 
que cierta competencia entre la jurisdicción real y el Obispo de Mallorca no se debería 
dirimir por vía de contención s ino de banco regio, ya que éste no procedía en ella como 
ordinario eclesiástico sino en su calidad de juez conservador de las órdenes mili l a res . í a 

Sólo en el re ino de Aragón el procedimiento ante el Canci l ler comprendía as imismo 

las competencias con los jueces eclesiásticos delegados. 

L o s casos fundamentales que daban lugar a las contenciones se pueden clasificar en 
tres tipos : 

3.1 Los casos de inmunidad personal 

Se planteaban estos casos cuando eran convenidos los legos en la curia eclesiástica o , 
más frecuentemente, cuando lo eran los clérigos en los tribunales reales, así en causas 
civiles c o m o criminales , en las que pretendían gozar de inmunidad personal. 

De acuerdo con el Derecho canónico los clérigos gozaban del pr ivi legio de fuero, que 
implicaba que las causas civiles y criminales en las que eran parte debían ser decididas por la 
jurisdicción eclesiástica. Sin embargo , m u y frecuentemente se dudaba acerca de si una 
determinada persona gozaba o no de privilegio clerical. El aforamiento de los clér igos que 
habían recibido las órdenes mayores no admitía ningún género de dudas. Pero no se debe 
olvidar que la frontera entre clérigos y seglares presentaba algunos contornos imprecisos . l,a 
tonsura, que constituía el grado prepara lorio para la recepción de las órdenes menores , según 
una decretal de Inocencio III confería el carácter clerical."' Los clérigos s implemente 
tonsurados -denominados coronats- podían casarse, aunque una sola vez y con una virgen 
(convirt iéndose así en clergues conjugats) y no estaban obl igados a vestir ropas talares. En 
consecuencia, exist ían personas que, sin estar sometidas a importantes obligaciones 
canónicas, píxdían alegar su tonsura para quedar aforadas anie los tribunales eclesiást icos. En 
a lgunos casos , la tonsura se llegó a administrar con posterioridad al hecho por el que la 
jurisdicción real pretendía actuar contra el sujeto. 

A fin de evitar las cont inuas disputas con la jurisdicción real sobre esta materia , una 
const i tución sinodal de la diócesis de Mallorca, aprobada en 1435, d ispuso que los 
tonsurados deberían llevar la tonsura manifiesta y vestir ropas talares para poder gozar del 
privi legio clerical, de acuerdo con el Derecho C o m ú n . J U Sin embargo esta disposición no 
consiguió reprimir los abusos . El Conci l io de Trento intentó remediar la situación 
determinando que no se considerase c o m o clérigos sino a quienes llevasen tonsura, vistieran 
cont inuamente el hábi to clerical \ u n i e s e n algún beneficio o desempeñasen un minister io 

De acuerdo con una disposición real de 1615 se debían juntar para resolverlo el Reyente de la 
Audiencia y cl Inquisidor en la c.is.i de la Inquisición y, en caso de que mi se concordasen; se 
elevaha la cuestión a los respectivos consejos de Aragón e Inquisición que decidían en reunión 
conjunta (ARM, Cód 172. 22). El I de enero de 1609 se habían aprobado unos criterios pura 
íesiilver estas contenciones, por acuerdo de la Suprema y el Consejo de Aragón (AA, Exp. 
LXXXUI / 1). 
ARM, CÓd 172.65 y 247. 
J ROSSELLÓ Ll.ITLRAS. "Estratificación social de clero en M.iltorea". USA!. XXXVI. t'XM'JI. 
A. PLANAS ROSS 1:1.1.Ó, Herapilaiión tti·l De rei lio de Multare ti Par las daetore\ Pere Joan Cintel, 
Antoni Mev/uida y Jordi '/ufaneza. Palma. 1996. 79-HO. 
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en alguna iglesia . 4 1 En Mal lorca , el Obispo Diego de Amedo en cumpl imien to del mandato 
conciliar, ordenó la formación de un registro de tonsurados, a quienes se asignaría un 
servicio en su parroquia u otro lugar de su preferencia. Tras las reformas tr identinas, el 
número de tonsurados fue decl inando paulat inamente . 4 2 

N o obstante , la norma citada dio lugar a interpretaciones contradictorias. Una 
sentencia del Canci l ler Cotoner , de 24 de febrero de 1649 dispuso que para gozar del 
privilegio clerical era suficiente vestir hábito y servir a la Iglesia. Por el contrar io , el 2 ] de 
jun io de 1652 el Canci l ler M a y m ó , mediante sentencia ampl iamente fundamentada, dispuso 
que era imprescindible tener un servicio asignado por el Ob i spo , pues la obligación 
dispuesta por el concil io de Trento no era alternativa con las de llevar la tonsura visible y el 
hábito clerical, sino cumulat iva , a pesar de la doctrina sentada por la sentencia anter ior . 4 3 

En 1649 el fiscal de la curia eclesiástica defendió que no era necesario para gozar del 
privilegio clerical que quien alegase la tonsura tuviese señalado un minis ter io eclesiástico, 
pues bastaba que lo hubiese solicitado de forma fehaciente, A raíz de el lo el monarca ordenó 
a sus oficiales que no admitiesen una interpretación tan nueva del pr ivi legio cler ical . 4 4 S in 
embargo , por sentencia de 16 de abril de 1654 el Cancil ler Gual de terminó que era suficiente 
para gozar del privi legio haber solicitado la asignación de servicio al escribano de la curia 
ec l e s i á s t i ca 4 5 

Determinados delitos de especial gravedad suponían la pérdida del aforamiento 
eclesiástico. Tanto el derecho canónico c o m o los derechos seculares tendieron a regular esta 
cuest ión. C o m o señala Pérez-Prendes la vertiente canónica tendió a desaforar a aquellos 
sujetos que rompían la imagen propia de los eclesiásticos, mientras que las disposiciones 
regias pretendieron privar del privi legio a los subditos que incurrían en conductas 
gravemente lesivas para el orden establecido por el poder público. 4 ' 1 C o m o ejemplo del 
primer caso , las bulas de San Pío V Cu/n primum, de 1 de abril de 1566. y Horrendum, (fe 
30 de agosto de 1568, determinaron el desató ram i cnt o de los clér igos reos del delito de 
sodomía. 

La jurisprudencia de la curia del Canciller de Mallorca sentó a lgunos principios al 
respecto. Así, el privi legio clerical decaía respecto a los autores de homicidios deliberados y 
proditorios, según sentencia del Cancil ler de 22 de septiembre de 1579, y respecto a los 
delitos cont inuados de hur to , cuando el reo era un latía reincidente, de acuerdo con una 
sentencia de 12 de mayo de 1649 fundamentada en la observancia del tribunal del Canciller 
de Cata luña. 4 7 

N o obstante , en el proceso seguido por el homicidio premedi tado del oidor de la Real 
Audiencia Jaume Joan de Berga, a pesar de que fue calificado c o m o cr imen de lesa majestad, 
uno de los implicados, el canónigo Bernat Lluis Cotoner , fue juzgado por un comisario 
apostólico des ignado por el nuncio de Su Santidad.* 8 

Sessió XXIII. cap. VI 
G. PONS. "La Reforma eclesiástica en Mallorca durante el pontificado de O Juan Vich y 
Manrique de Lara (1573-1604)", Antlwlogka Amuta, XVI (1968). 241-243. 
ARM. Cód. 180. 360v-361v. 
ARM, Cód 172 202. 
M ESC ALZO. índice alphabético.... 17. 
J M. PÉREZ-PRENOES, "El Tribunal eclesiástico (Sobre el aforamiento y la estructura de la Cuna 
diocesana de justicia)". Instilaciones de la España fdudernet. I. IMS jurisdicciones, Madrid, 1996, 
15 1 
M. ESCALZO. índice alphabélict).... 16 
A. CAMPANER, Cronicón mayoricense. 371-372. 
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Una cuest ión que se planteó de forma recurrente fue la posibilidad de que los jueces 

reales obligasen a ios eclesiást icos a pagar ciertos tributos establecidos sobre los bienes que 

poseían bajo alodio real. En la década de 1650, por razón de la esterilidad de las tierras y los 

graves empeños en que se encontraba la Universidad de Mallorca, la cuest ión se manifestó ce 

forma acuciante. La razón de la controversia radicaba en la discusión acerca de si los jueces 

seculares podían compeler a tributar a los clérigos por los bienes que no gozaban 

exención. La jur isdicción real consideraba que la exacción le correspondía a ella, por ser 

regalía asentada su competencia cuando las acciones tenían carácter real y no personal . Por 

ello, cuando en 1652 los eclesiást icos se negaron a pagar una talla impuesta sobre todos los 

bienes de realengo, el monarca prohibió que se firmase la contención ante el Canci l ler . Esto 

mot ivó que ambas partes acudiesen a los medios de compul s ión , en un conflicto que 

adquirió muy graves proporciones . En cambio , en 1Ó57 el Cancil ler resolvió un antiguo 

contencioso entre los jurados del reino y la curia eclesiástica acerca de la exacción del 

impuesto del quinto del vino, cuya naturaleza real o personal era discutida, A l > Para atajar tales 

d isputas , f inalmente se llegó a una solución de c o m p r o m i s o , mediante la creación de una 

institución mixta, la l lamada Junta de la Universal Cons ignac ión , integrada por cuatro 

diputados eclesiást icos y cuatro laicos, con jurisdicción especial y exclusiva para compeler a 

cualquier calidad de personas obligadas al pago de las tallas. 5" 

Aunque los d iezmos y primicias se consideraban exentos de la jur isdicción real por 

derecho divino, también fueron objeto de competencias ante el Canci l ler a lgunos aspectos 

relacionados con el los. Así se discutió si la venta de los granos procedentes del d iezmo debía 

realizarse de acuerdo con las ordenanzas de los cribadores y medidores establecidas por la 

Universidad, a fin de evitar los fraudes, 5 1 

En a lgunos casos se discutió la competencia de la jurisdicción eclesiástica para 

compeler a ¡os laicos en mater ias que , en principio, se consideraban privat ivas de ella. Este 

era el caso de las mandas pías incluidas en los tes tamentos . La legislación y las 

const i tuciones sinodales disponían que los niaiittinis.smes (albaceas) debían cumpli r las 

mandas tes tamentar ias , bajo pena de excomunión . Por ello, correspondía al ordinario 

conceder prórrogas para la ejecución, si eran necesarias, 5" o incluso designar albaceas en caso 

de que el causante no lo hubiese hecho en su tes tamento, 5 ' 1 Sin embargo , en ocas iones , los 

jueces eclesiást icos se ent romet ían as imismo en el cumpl imien to de las mandas profanas, y 

pretendían ampliar su conoc imien to sobre todo lo relativo a las ú l t imas voluntades, 

alegando el descargo de la conciencia del testador, e invadiendo de este modo las 

competencias de la jur isdicción real. En tales casos , el Cancil ler tuvo que intervenir para 

delimitar las competencias entre ambas curias. 

3. 2 Los casos de inmunidad local 

El derecho de asilo en las iglesias y otros lugares sagrados es tuvo reconocido por el 

derecho r o m a n o , 5 4 y fue regulado por el derecho canónico , que estableció su extensión y 

l í m i t e s . 5 1 Las const i tuciones s inodales de la diócesis mallorquina, aludiendo a la inmunidad 

de las iglesias concedida por los prefectos de la urbe y otras autoridades del Imper io , por ser 

la iglesia la casa de Dios , dispusieron que no se pudiese extraer de la iglesia a persona 

** ARM, Cód. 32, 148-150. 
B IÏAUZÀ FERRANDO, l'or Ui Junta de la Universal Consignación con los magníficas Juradas sobre 
la más segura observancia de tm capítulos de ta Cimcordia de ¡684, l'alma, 1767, 33-37. 
ARM, AA, Exp. X V / I3')3 
Vid. un ejemplo del año 1376 en J. ROSSELLÓ, "Registra collationum Ecdesie Mainrieensis (,S. 
XIV)", l-Rii. III (1980), 51 
J.N. HiLLCiARTH, y J. ROSSLLI.Ó. The líber eammuiiis curiar of tile diacese of Mají trea (¡364-
lrm), Montréat-París. 1<JK9, 193 

u C. I., I. XI!, 2 y 3. 
M. SANZ GONZAl.ra, "El derecho de asilo: ¿misericordia o justicia?". Revista Española de 
Derecho Canónico, 51 (PW4), 407-501 
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alguna, incluso si se tratase de un reo convicto de cr imen, sin licencia del Obispo o Vicario 
General. Quienes lo hicieran caerían en pena de excomunión , que no podría ser levantada 
hasta que devolviesen al reo e hicieran una penitencia adecuada. 1 ' ' 

Sin cmhargo , en muchas ocasiones las autoridades seculares extrajeron por la fuerza a 
ios asilados en las iglesias, antes de que se declarase !a contención. En 1598 el Canciller 
dispuso que se tes debería mantener en el lugar, aunque fuese herrados y con guardias, hasta 
que se declarase la causa. C o m o quiera que las autoridades seculares se negaron a cumplir 
esta decisión, el monarca, mediante carta de 12 de diciembre de aquel año d ispuso que la 
aplicasen, c o m o ajustada a la cos tumbre y práctica, pues en caso de que se le denegase la 
inmunidad, el reo sería ent regado a la curia regia. -" 

Las const i tuciones sinodales del obispo Juan de Santander (1636) señalan que los 
asilados podrán ser expulsados si no respetan ciertas normas de c o m p o r t a m i e n t o . " Por esias 
y otras const i tuciones sinodales nos consta que los asilados habitaban en las iglesias con 
gran libertad. Por ello se les prohibió jugar , introducir mujeres e incluso tener "coloquios 

deshonestos" con la mujer propia, así c o m o introducir a rmas de fuego en la iglesia y salir de 
día o de noche para vengarse de sus enemigos o cometer otros del i tos . En 1696 el obispo 
Magón ordenó a los rectores y otros eclesiásticos que no permitiesen tales cosas , so pena de 

l ibras . 5 5 

Los oficiales reales podían incautarse de las armas portadas por los asilados sin 
ivcnc ia del juez eclesiástico. En caso de que capturasen a los bandidos y se les obl igase por 
sentencia a restituirlos al lugar de asi lo , podían entregarlos desarmados, pues las armas no 
gozaban de inmunidad. Estos principios fueron aprobados por sentencias del Cancil ler de 4 
de ju l io de 1640 y 26 de octubre de 1594 respectivamente."" 

En las causas de contención por razón del asilo eclesiástico se debatía si la acción que 

se imputaba a! refugiado se hallaba fuera de los l ímites del derecho de asi lo , o si el lugar 

donde se encontraba gozaba de inmunidad local. 

Respecto al pr imer punto , el derecho canónico restringió la eficacia de la inmunidad 
local cuando el asilado había cometido un delito de especial gravedad. Así , Gregorio XIV 
mediante la bula Cum alias de 9 de jun io de ¡591 dispuso que los ladrones públ icos, 
salteadores de caminos , autores de homicidios o muti laciones en lugar sagrado, homicidas 
proditorios, asesinos, herejes y autores de delitos de lesa majestad, quedasen fuera de los 
límites del derecho de asilo, de forma que sus autores podrían ser extraídos del lugar sagrado 
y entregados a la autoridad secular/ ' 1 Así, en jul io de 1616 el Canci l ler denegó el asilo en la 
iglesia de Santa Eulalia a un zapatero que había dado muerte a su cuñado, puesto que estaba 
ligado con la víct ima mediante sacramento y homena je . 6 2 En cambio , los autores de 
homicidios o lesiones causadas ex ímpetu, calore iraeundiae, gozaban de la inmunidad local, 
de acuerdo con una declaración del Canciller Cotoner de 12 de agos to de 1 6 4 5 . ^ Una 
sentencia del Cancil ler Sureda de 10 de noviembre de 1666 señala que se debe entender que 
existe el calore iraeundiae si la agresión tiene lugar durante la media hora siguiente a que se 
haya producido una r iña . 0 4 

Uges Synadatés, II. tï. 23, (p. 274). 
ARM, Cód. 180. 2Slv-282. 
Synodus dioeresana. III. 20, 2. (p 114-115). 
Leges Synodotes, II, 8. 15, (p. 270) 
M . ESCÁI.ZO, índice alpltabétiro.... 7. 
Reproducida por I', TIMBA!. DUCI.AUX Dlí MARTIN, l.e Dndl d'a\ile, l'aris. W > , 47J-476 
A t 'AMI'AN! K, C i min ím iiiituii i. en\e. ífif> 
ARM. Cód. 180, 354. 
ARM.(Vid I80.3n3v 
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La jur isdicción real debía iniciar la instrucción del sumario contra el reo, pues aun en 
el caso de que se le imputase uno de tos delitos exceptuados por las disposiciones canónicas, 
sólo se le denegaba la inmunidad local en caso de que existiesen indicios suficientes sobre su 
culpabil idad. Por otra parte, los cancilleres tomaban en consideración la posible concurrencia 
de cualidades o circunstancias que impidiesen la aplicación de las penas ordinarias. En este 
sent ido, se denegaba la exclusión de la inmunidad cuando el reo era de edad inferior a los 
veinte años , de acuerdo con un breve de Clemente XII, o si existían fundados mot ivos para 
considerar que no se hallaba en su sano juicio. 6 5 

Respec to al s egundo punto, la curia eclesiástica defendía una amplia extensión de la 
inmunidad local. Así , en la segunda mitad del s iglo XVII , el procurador fiscal pidió la 
resti tución de Sebast ián Flor, alias Cremat , prendido por los oficiales reales en la taberna 
pública de Pedro Tous , a legando que gozaba del privi legio por su proximidad al oratorio de 
San Nicolás de Pórtopí.** Sin llegar a tales ex t remos , los cancilleres acogieron una 
interpretación muy lata acerca del concepto de lugar sagrado. Diversas sentencias 
determinaron que las casas rectorales, si se hallahan unidas a un cementer io o una iglesia, 
gozasen as imismo de inmunidad local.6 7 

El derecho de asilo suponía un serio inconveniente para la adecuada administración d; 
just icia y el man ten imien to de la paz pública. De hecho, las dos grandes batidas de 
bandoleros realizadas en 1666 y 1721, que consiguieron limitar mucho las actividades de 
estas cuadrillas de delincuentes, debieron en gran parte su éxi to a la suspens ión del derecho 
de asilo en las iglesias otorgada con carácter temporal por el obispo de Mallorca. 6 " 

Las gestiones de ta monarquía para limitar el derecho de asilo en aras de una mayor 
eficacia de la administración de just icia , consiguieron importantes frutos a raíz del 
Concordato con la Santa Sede de 26 de septiembre de 1737 y el breve pontif icio de 14 de 
noviembre del m i s m o año."'' Mediante éstas y otras disposiciones pontificias posteriores se 
amplió en buena medida el conjunto de delitos exentos de la inmunidad local. Sin embargo, 
todavía en 1805 se planteaban dudas acerca de qué homicidios estaban excluidos de la 
inmunidad . 7 0 

Por otra par te , el breve de Clemente XIV de 12 de sept iembre de 1772 , d ispuso que 
los obispos el igiesen una o dos iglesias en cada población, a las que quedaría reducida la 
inmunidad local ." Por Real Cédula de 14 de enero de 1773 el monarca ordenó a las 
autoridades eclesiásticas del re ino que pusiesen en práctica sus prescr ipciones . 7 2 En 
cumpl imien to de este manda to , en 1774 el obispo Juan Díaz de la Guerra decretó que el 
asi lo eclesiástico en Mallorca quedase limitado a la iglesia de Santa Eulal ia, dentro de las 
mural las , y la de San Mag ín , ext ramuros , las iglesias parroquiales de las vil las, y el 
C o n v e n t o de L io r i to , 7 3 

ARM, AA. Exp X V / 1502. 
D. J. COSTA. In causa coníentionis ortae Ínter ipsum et ecrlesiasíictie cariat' li sel procuratoretn 
super restituíameperstmae Sebastian! Flor alias Cremat. s.l.,s.tl. 
Sentencia de I de mayo de 1669 (ARM, Cód. 180. 363). M. ESC'AI.ZO. índice alphabélleo... 40. 
A CAMPAN liR, Cronicón mayoricense, 455 y 515. 
Las códigos españoles concordados v anotados, Vil, Madrid. 1 850, 18-19. 
ARM, RSEMAP. leg. 6 7 / 4 . 
Reproducido por M .J ESPUNY TOMÁS, y J. SARRIÓN GUAI.OA. "El Derecho de asilo en Cataluña 
durante el siglo XVIII", 137-160, apéndice l. 
NOVÍSIMA RerOPU.ACIÓN, 1, IV. 5 
M. Bl-RN AT, E GONZÁLüZ. J. SIIKRA, "Els graffili del campanar de la Seu de Mallorca", Estudis 
Baleàrics. 23 (1986). 17. 
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3.3 Los casos de injusticia u opresión por paite de la curia eclesiástica 

La Concordia entre la reina Leonor y el cardenal de Comcnge había establecido que la 
jurisdicción real no pudiese entrar a conocer de la just icia o injusticia de los procesos 
seguidos por la eclesiástica, en los casos que pertenecían a ésta por derecho y costumbre. 

Sin e m b a r g o , la monarquía, en virtud de la regalía de prolección de las leyes, de la 
libertad de los litigantes y el derecho público, se consideraba apta para atraerse las causas en 
las que los jueces eclesiást icos actuaban contra sus subditos quebrantando gravemente las 
leyes de la Iglesia o del reino. Así, la doctrina castellana había elaborado el concepto d; 
recursos de fuerza en el m o d o de conocer y proceder, y en no otorgar las apelaciones 
l eg í t imas . 7 4 Tales recursos estaban as imismo admitidos en el reino de Mallorca. El 13 de 
febrero de 1658 el rey recr iminó al lugarteniente y Real Audiencia que hubiesen admitido 
una contención sobre los impedimentos que había puesto el obispo a la visita que pretendía 
realizar a sus conventos el padre general de la orden de San Anton io . En palabras del 
monarca, ptttlierays estar en mayor cuidado en la defensa de mis regalías y en amparar al 

general, pues vosotros virrey y Real Audiencia, teneys toda la autoridad que es necesaria ¡xim 

resolver y executar lo (¡ue fuere justo, y así ¡mdierays haver excusada el mover contención 

sobre una regalía tan asentada como el acudir ios ecelesiásthos opresos a mis tribunales 

real'es.. -

En este sent ido, en abril de 1667 la Reina Mariana dispuso que s iempre que sus 
subdi tos , eclesiást icos o seglares, acudiesen al lugarteniente y Real Audiencia por vía de 
fuerza o recurso, tuviesen que defenderlos en su lugar y caso, mediante todos los medios 
dispuestos por el Derecho.7 4 

Según un informe formado por la Real Audiencia en 1775, la concordia era ch 
aplicación cuando la competencia correspondía claramente a la jur isdicción eclesiástica, pero 
ésta actuaba con opres ión de los particulares -eclesiásticos o seculares- en sus causas , con 
violentas providencias, o negándoles las correspondientes defensas de apelación u otras 
concedidas por el Derecho . 7 7 

Así , tenemos constancia de unas letras compulsor ias dirigidas el 2 de diciembre át 
1749 a la curia eclesiástica para que otorgase apelación a los jurados de la villa de Buñola en 
un pleito seguido ante aquel tribunal, o que en caso contrario designase arbitro para conocer 
la contención de acuerdo con la concordia, '" Sin embargo , no hemos podido documentar 
ninguna resolución del Canci l ler acerca de estos supuestos . Probablemente en la mayor parte 
de estos casos ¡a curia eclesiástica se negaba a firmar la contención, que debía resolverse 
mediante el s is tema de banco regio y los subsiguientes embargos de temporalidades y otros 
medios de compuls ión. 

4. El procedimiento de contención 

E! Canci l ler de competencias mallorquín debía observar las reglas de procedimiento 
que desde el s iglo XIV se habían ido fijando en el principado de Cata luña. En el 
nombramiento del pr imer Cancil ler en 1549, se dispuso que pam la buena inteligencia de la 

plática de la dicha concordia en la forma de proceder lo que ahí no suplcredes consultareys 

con el abogado fiscal de Cataluña. As imi smo la declaración de dudas de 1551, dispuso 
expresamente que se aja de estar en tot y per tot a la práctica, lis y costum de la obsenanca 

u J M A L O O N A I X ) , " L O S recursos do íuer/a en España". AUDI.. X X I V ( l » 5 4 ) . 3 1 1 - 3 1 3 . 

" A R M . A A Exp. X V / 1 2 4 2 
7 6 A R M . Cód. 1 7 2 , 3 5 6 . 
7 7 A R M . A A Exp. X V I 1 5 2 4 
7 < A R M . A A Exp. X V / I7<)2. 
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que.s té éntrela cort ecctesiàstica y la cort rectl en lo Arcabísbat de Tarragona v bisbats de 

Catalunya, a hont casc un die hi ha moltes declame ions en semblants negocis de 

contencions, la qual obsen-ança de la concòrdia se entena també en los casos que han referit 

y dihuen duhiu de d ubi o si se I unirá de formar o no sobre dit dupte de dupte. La regla fué 
reiterada a través de numerosas disposiciones otorgadas a lo largo de su vida institucional, en 
las que se hizo remisión expresa a los usos de la curia del Cancil ler de) Pr incipado. 

4.1 Apertura del proceso 

La curia que se consideraba competente para conocer la causa sobre la que la otra 
curia había iniciado el procedimiento, dehía despachar letras exhortatorias o inhibitorias a la 
curia que venta conociendo el caso , requiriendo!e para que cesase en el conoc imien to de la 
causa y que le t ransmit iese las partes y autos, 

La decisión de enviar estas cartas podía adoptarla de oficio, o instada por la parte que 
se consideraba atraída a juzgado incompetente , la cual podía recurrir ante su propia curia 
firmando de derecho y supl icando la admisión de su causa para que no la conociese el 
tribunal de quien se quejaba. 

De acuerdo con el privilegio de Almansa de 1496. en esta primera carta que una de las 
jur isdicciones dirigía a la otra debía instarle a que cesase en el procedimiento o, en caso de 
que albergase dudas sobre su competencia , tlrmar la contención y designar un arbitro. L·i 
otra curia debía responder en un plazo de tres días, designando un arbitro de su elección.*" En 
caso de que no lo hiciese se debían enviar segundas cartas, si no respondía se enviaban las 
terceras, y en caso de que no respondiese se podía proceder por los medios compulsor ios . 

El j u e z secular no podía excusarse de nombrar arbitro alegando que su superior había 
detenido la causa mediante letras causa recognoscendi, s ino que a pesar de ellas debía 
designarlo." 

Por disposición de las cortes catalanas de Monzón de 1553 desde el m o m e n t o en que 
quedaba planteada la contención ninguna de las curias podía cont inuar el procedimiento que 
seguía ni hacer innovación alguna, aunque fuese por estrechez de la p r i s ión . s ; 

La falta de designación de arbitro en la primera carta suponía que no se entendiese 

planteada la contención y, por tanto, no quedaban paralizadas las actuaciones de la curia que 

había iniciado el procedimiento . Así se declaró por sentencia del Cancil ler de Mallorca de 22 

de marzo de 1578 . 8 ' 

Si la curia eclesiástica se negaba a firmar la contención. la Real Audiencia debía 
enviar segundas cartas exhortatorias compeliéndole a hacerlo bajo pena de proceder a la 
ocupación de temporal idades. En 1725 el fiscal de la curia eclesiástica se negó a firmar la 
competencia con el Intendente de Mallorca, por considerar que sólo podía hacerlo con la Real 
Audiencia. Sin embargo , el rey. mediante carta orden de 24 de octubre de dicho año , dispuso 
que la curia episcopal estaba obligada a aplicar la concordia de 1372 respecto a cualquiera de 
los ordinarios reales inferiores." 4 Piñal mente se impuso la cos tumbre de que si el tribuna! 
requircnle era una curia real inferior, la Real Audiencia se debería avocar previamente la 
causa, porque sólo ella podía compeler mediante las segundas carta exhortatorias. 

AKM. Cód. 180. 3(K>v 
CYADC, I I , 3, 2. tj. 
CYADC, I I . 3 . 2 , 7 
CYADC, 1,3.4, 2, 
ARM. Cód 180,319-320: 
ARM, 1,R l05,45v-47. 
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En las causas cr iminales , cuando existia una contención entre la jurisdicción real y la 
eclesiástica, el delincuente debía permanecer detenido en la torre campanar io de la parroquia 
de San Miguel , que era cárcel común a ambas jur isdicciones, basta que el Canciller 
determinase la competenc ia . 8 5 

4.2 Incidente de negación de que el caso sea competencia de la. 
Concordia 

En muchas ocas iones una de las curias se negaba a firmar la competencia y continuar 
el procedimiento establecido por la concordia, pretextando que el caso no era uno de los 
regulados por aquélla. Se consideraba que el procedimiento de la concordia sólo servía para 
determinar los casos dudosos , pero no aquellos en los que de forma evidente la competencia 
correspondía a una de las dos jurisdicciones. En consecuencia, los jueces reales, afirmando 
que una cuest ión era evidente) et notorie de la jurisdicción real procedían directamente a la 
ocupación de las temporal idades y. en su caso, los eclesiásticos fulminaban excomuniones y 
entredichos. 

Para paliar las consecuencias de estos conflictos, mediante la pragmática dada en Sant 
Cugat el 11 de sept iembre de 1418, B Í I se estableció un procedimiento para dirimir por vía 
reglada tales causas, que se denominaron de dubio dubti, puesto que trataban de resolver las 
dudas acerca de si una determinada competencia era evidente o dudosa. De acuerdo con la 
pragmática, en caso de que se dudase acerca de si el conocimiento de una determinada causa 
pertenecía probablemente a la jurisdicción real o a la eclesiástica, en un plazo de cinco días 
se debían elegir dos arbitros, uno por cada parte, para que lo decidiesen en un plazo de diez. 
Si los arbitros no concordaban en ese término, debía decidir la competencia el Cancil ler , en 
tres días, cesando mientras tanto lodos los procedimientos. La resolución de 4 de diciembre 
de 155 l extendió a Mallorca este medio para la resolución de los casos de dttbio dubii. 

En Valencia la misma cuestión fue regulada por fuero del año 1510 que estableció 
plazos más breves para decidir la contención de notoriedad, pues se d ispuso que los árbiiros 
debiesen resolver en tres días y, en caso de discordancia, que el Canciller dictase su sentencia 
en dos d í a s . S 7 

Un informe de la Real Audiencia señala al respecto en 1775 que este medio perjudica 
gravemente la vindicta pública sufriendo tos términos de una competenzia como preparatoria 

de la principal que la motiva, que es un verdadero entretenimiento y efectivo embarazo con 

que logra el juez ecctesiástico que no se le suspendan sus procedimientos, valiéndose de esta 

dilación para adelantarlos y llebarlos las más vezes a execttcitm antes de ligarle los efectos de 

esta nueva inhiviciÓH. 

A pesar de lo señalado, en los casos en los que una de las curias consideraba que la 
cuest ión era clara o notoria, frecuentemente se negaba a firmar la duda y procedía 
di rectamente mediante los mecanismos compulsorios . Ello ocurría, por e jemplo , cuando ya 
existía una resolución del Canci l ler sobre un caso análogo. 

ARM, AH 7 1 2 . 26. Oc la estancia de los asilados en este lugar ha quedado COjiiO vestigio un 
importante conjunto Je grafitos en sus paredes (M IÏI-.KNAÏ, II (¡ONZAl.l£Z, J. SliKHA, "La presó 
del Campanar de Sant Miquel", Bsttidb Baleàrics. 7 (1981). 95-1.11) 
CYADC, II, 3, 2 ,4 . 
F U R S DF. V A I . U N C Í A , ni, v , 17. 
ARM. AA 15 / 1524, 



2 0 ANTONIO PLANAS ROSSELLÓ 

4.3 Juicio de árbilios 

Los arbitros debían dictar sentencia en un plazo de cinco días desde la respuesta de la 
curia en que se nombraba al segundo. En caso de que la sentencia fuese concoide se debía 
ejecutar sin que cupiera recurso a lguno . 8 9 

Sin embargo , desde la const i tución de esla jurisdicción en Mallorca se introdujo la 
cos tumbre de que los arbitros fuesen los abogados fiscales de ambas curias , de forma que 
muy raras veces se conseguía el acuerdo entre ambos . Los pr imeros arbitros que hemos 
documentado fueron el Regente de la Cancillería, doctor Luis Vi lana, por la jurisdicción 
real, y el abogado fiscal de la curia diocesana, doctor Francesc de Campfu l lós , por la 
eclesiástica, quienes intervinieron en un conflicto planteado en noviembre de 1551. Sin 
embargo , el 13 de diciembre de 1583 el monarca ordenó que por parle de la curia real actuase 
c o m o arbitro de las contenciones el relator de la causa, c o m o en Cata luña , y d ispuso que no 
hiciese relación a la Real Audiencia, para que sus minis t ros quedasen libres para asesorar al 
Cancil ler si quería servirse de ellos.'" 1 

La cos tumbre para la formación de la sentencia arbitral era que el arbitro eclesiástico 
acudiese a la casa del arbitro regio. '" 

Las sentencias de los arbitros en muy raras ocasiones resolvieron la competencia de 
forma concorde . Cons t i tu ían , por tanto, un simple trámite previo a la elevación de la causa 
al conoc imien to del Cancil ler . 

Por real provis ión de 12 de jun io de 1584 el monarca d ispuso que los arbitros sólo 
pudiesen percibir 5 ducados cada uno por su sentencia, según la cos tumbre practicada hasta 
la fecha. ' 2 

4.4 Recusación del Canciller 

El Cancil ler podía ser recusado por las partes en caso de que tuviesen sospechas de 
parcialidad. La recusación se debía plantear por escrito, obturo libelto, y debía estar fundada 
en causas legítimas.''"' El incidente era cu nocí do pur el lligarien ¡ente general y Real 
Audiencia. Si la causa aducida se consideraba frivola o frustratoria debía ser rechazada. Si era 
clara y notoria podía ser admitida sin mayor dilación, mientras que si sólo era probable se 
debía seguir un procedimien to para probar los mol i vos alegados. 

En caso de que se admitiese la recusación, el lugarteniente general debía nombrar un 

procanciller no sospechoso a las partes, que debía ser a s imismo persona eclesiástica, para 

que conociese la contención. 1 ' ' 1 

En 1649 el fiscal eclesiástico pretendió que la declaración de sospechas y 
nombramien to de nuevo Canci l ler tuvieran que hacerla los arbitros. El monarca, mediante 
real orden de 6 de sept iembre de aquel año, dispuso que tal atr ibución correspondía 
exclus ivamente al lugarteniente y capitán general, c o m o se había acos tumbrado s i e m p r e . w 

C Y A D C . 11. 3. 2. (i. 
ARM. AH 4392, 60. 
M. ESCALZO, índice ntpliabétu'o.... 4v 
A R M . A H 4392. 79. 
M CORTIADA, Decissitmex revenndl CameUarii..., Dee. XVIt, 45 (1, 293). 
Por ejemplo en 1643 lo iiomhra por recusación del litular doctor Marco A m o n i o Cotoner ( L I Í %, 
f)9v). 
ARM, Cód 172. 2ll2v-2l>3 
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4.5 Alegaciones de las partes y pruebas 

El plazo para resolver el eont l ie to era desde 1 4 % de treinta d í a s . % Sin embargo , su 

cómputo no estuvo exento de disputas. Mediante pragmàtica de 21 de sept iembre de 1512 la 

reina Germana , a petición del brazo eclesiástico de Cataluña, d ispuso que los treinta días 

fuesen cont inuos y que se computasen i pao ¡tire, desde que acabase el p lazo de 5 días en que 

los arbitros debían resolver. '" 

Las pretensiones del fisco real se debían exponer en los 15 pr imeros días del plazo. 
En cambio , las de la curia eclesiástica se podían proponer y probar durante los treinta días. 

Las cortes de Aragón de 1585 determinaron que las parles tuviesen un plazo cierto de 

treinta días desde que el Cancil ler intimase la competencia a todas ellas, para alegar, 

proponer, probar, publicar y concluir todo lo que quisieren. ' , í l 

Las cortes valencianas de 1564 consiguieron que el monarca aprobase que los plazos 
para arbitros o Canci l ler fuesen prorrogables por acuerdo de ambas jurisd ice iones . ' 5 

Asimismo en Cata luña y Mallorca el Cancil ler podía prorrogar el p lazo de treinta días por el 
t iempo que le pareciese opor tuno , con el consent imiento de ambas curias. Así una célebre 
contención sobre el quinto del vino suscitada en 161? fue resuelta mediante sentencia de 6 de 
marzo de 1 6 5 7 . , 0 ü 

Un informe de la Real Audiencia del año 1773 consideraba muy perjudicial esta 
posibilidad de prórroga indefinida, de que se sigue quedar tutu has veces impunes tos delitos, 
o por morir entre tonto el reo en los cárceles o pos alcanzarle algún real indulto general o 
patlicular. ,UI 

Las partes podían proponer las pruebas testificales o documentales que considerasen 
opor tunas , y presentar capítulos y artículos para que la parte contraria respondiese per 
verbum crèdit vel non crèdit, etc. En Aragón las cortes de 1678 dispusieron que las pruebas 
de testigos practicadas ante los arbitros sirviesen ante el Cancil ler , sin que tuvieran que 
volver a deponer." > J 

El delito de falso test imonio producido en las causas de contención era conocido por 
el Canci l ler , que podía formar proceso nombrando un fiscal e imponer [Tenas 

extraordinar ias . t u l Así, mediante sentencia de 22 de diciembre de 1656 el Cancil ler condenó a 
dos test igos falsos a las penas de c o r r e r á villa y tres años de e x i l i o . , t w A s i m i s m o podía 
cas t igara los abogados y procuradores que delinquiesen en c) p r o c e s o , a u n q u e no hemos 
podido localizar caso alguno. 

4.6 La sentencia del Canciller 

El Cancil ler debía dictar sentencia con el consejo de dos letrados que generalmente 
fueron doctores de la Real Audiencia. La disposición de 154'J por la que se creó el oficio 
dispuso que en los casos dudosos y de importancia tomase dos , tres o cuatro doctores no 

CYADC, I I . 3 . 2 . 10. 
CYADC, I I , 3 , 2 , 13 . 
P . S A V A L L y S Pí-NLN. hueros, observancias y netos de corte del reino de Aragón, 1 . 4 1 2 . 
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sospechosos para que le sirviesen de consejeros. Sin embargo , la sentencia de 2 de diciembre 

de 1551 que hemos recogido en apéndice no consta que se dictase con tal asesoratniento. 

Los asesores eran elegidos l ibremente por el Cancil ler . En 1562 el monarca tuvo que 
ordenarlo así pues to que el virrey pretendía nombrar los . A s i m i s m o dispuso que en caso <k 
que fuesen recusados por sospechas debería resolver la cuestión el propio Cancil ler , 
verbalmentc, en un plazo de tres d í a s . 1 0 6 

A pesar de e l lo , en marzo de 1565 el monarca se dirigió al Canci l ler para ordenarle 
que, por ser conveniente que uno de sus asesores fuese s iempre un oficial real, nombrase por 
consejero al doctor que había enviado como asesor del lugarteniente Urríes para asuntos de la 
Real Visita. Ante las protestas del Cancil ler , el monarca reiteró su mandato aduciendo que 
en Aragón, Cata luña y Valencia los cancilleres tomaban c o m o asesores a a lgunos doctores 
de SU Real Aud ienc ia . ' 0 7 

Fina lmente se introdujo la cos tumbre de que el Cancil ler eligiera por asesores a 
a lgunos de los doctores de la Real Audiencia. De hecho, el 12 de diciembre de 1598, e! 
monarca tuvo que autorizarle a nombrar as imismo a los asesores del baile o del veguer, qtw 
también son officiales míos, porque en las ocasiones en que algunos de los oidores estaban 
ausentes o enfermos y los demás se hallaban impedidos por haber sido arbitros, fiscales o 
relatores de la causa , el Cancil ler se veía obligado a resolver sin conse je ros . I 0 ! t 

Por lo general las sentencias se dictaban con el asesoratniento de dos consejeros, 
aunque en las cuest iones arduas podía solicitar el consejo de mayor número . En una 
importante sentencia del año 1657 sobre si los eclesiásticos podían ser convenidos ante las 
curias seculares para c! pago de la imposición del quinto del v ino intervinieron como 
consejeros del Cancil ler cuatro oidores de la Real Audiencia. 1"" 

En 1496 el es tamento eclesiást ico de Cataluña consiguió un privi legio según el cual 

si quien decidía no era el Canci l ler sino un eclesiástico que le sust i tuía , no podría ser 

asesorado por los oidores de la Audiencia u otros oficiales reales." 1 1 Se consideraba que tales 

cancilleres interinos serían más proclives a aceptar sin reservas las op in iones de sus 

asesores. 

En las cortes de Barcelona de 1564 los brazos pidieron al monarca que el Cancil ler no 
pudiese aconsejarse con oidores de la Real Audiencia, porque esto retrasaba las causas 
pendientes en su tr ibunal y -esta es la razón esencial- porque eran parte interesada en el 
resultado de la contención . Afirmaban que por haberse introducido esta cos tumbre los 
oidores pretendían incluso que el Canciller hubiera de resolver necesariamente según sus 
votos. El monarca d ispuso que las declaraciones se hicieran en la casa del Canciller, pero que 
no se innovase la cuest ión del c o n s e j o . 1 " 

También las cortes valencianas de 1585 solicitaron al monarca que los dos doctores 

en leyes que debía nombrar el Cancil ler como asesores no pudiesen ser miembros de la 

Audiencia ni oficiales reales. Pero el monarca, c o m o había hecho en Cataluña, dispuso que 

no se introdujera novedad al respecto. ' • • 

AUM.Cód. 180, 2R0 
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De hecho, en algunas ocasiones el propio monarca presionó a los cancil leres para que 

resolviesen de acuerdo con el voto de los oidores. Así, en mayo de 1619 Felipe III envió una 

carta al Canciller para que considerase con cuidado la contención sobre el pago del quinto del 

vino y le instó a que la resolviese conformándoos con vuestros assesores, pues son personas 

tales de que podeysjlar y descargar can su parecer vuestra conciencia."? 

Sin embargo , el Canci l ler no estuvo nunca vinculado por el voto de sus consejeros. 

En una Práctica Judiciaria formada a principios del siglo XIX se afirma que el Cancil ler dicta 

la sentencia a su parecer y gus to , conforme entiende ser jus to , y que la decisión debe ser 

firmada por los dos oidores aunque sea contraria a su voto. ' 1 4 

Efectivamente, por disposición de 12 de diciembre de 1598 el monarca ordenó que los 
votos en las sentencias de contenciones fuesen secretos y que para el lo los doctores que 
aconsejasen al Canciller debiesen firmar la semencia aunque hubieran discrepado del fa l lo ." 5 

En caso de que el Canci l ler no declarase la contención en plazo, de acuerdo con el 

privilegio concedido el 2 de diciembre de 1510, a instancias del brazo eclesiástico del 

principado de Cata luña , se entendía resuella en favor de la jur isdicción ec les iás t ica ." 6 Este 

extremo fue objeto de las quejas de la Real Audiencia, en su informe al Conse jo de Casti l la 

de abril de 1773. 1 1 7 El plazo para dictar sentencia era el de treinta días fijado, c o m o hemos 

visto, por el pr ivi legio de 1496, aunque podía ser ampliado mediante sucesivas prórrogas. 

En cambio , en Aragón el Cancil ler debía resolver en un plazo de c inco días - amp l i ados a 

diez por las cortes de 1 6 7 8 - l l l i desde que el proceso quedó visto para sentencia. 

Las sentencias no solían ser mot ivadas sino que se limitaban a narrar brevemente los 

hechos en que se basaba el caso y a enumerar las dist intas fases procesales que se habían 

seguido." ' ' Sólo en Aragón , por fuero de las cortes de Zaragoza de 1678, se debían precisar 

los fundamentos de hecho y de derecho en los que se basaba el f a l lo . 1 : 0 En el s iglo XVIII, la 

falta de mot ivación de las sentencias del Canciller fue apuntada por las Audiencias át 
Cataluña, Valencia y Mallorca, c o m o una fuenie de abusos muy perjudiciales pata la 

jur isdicción real. Sin e m b a r g o , no se llegó a introducir una reforma en este punto . 

L a sentencia debía publicarse en presencia de los pr(X'iiradores fiscales de ambas 

jurisdicciones -o de los arbitros que nombraron- a quienes se debía entregar copia íntegra del 

t e x t o . 1 2 1 

Por acuerdo de las corles de Barcelona de 1564 la publicación se debía hacer en 
presencia de tes t igos , con las formalidades propias de las sentencias definitivas de la 
Audiencia del Principado, para que se pudiese demostrar que se había dictado dentro del plazo 
d i spues to . 1 2 2 

Las sentencias de Canciller tenían efecto de cosa juzgada. A través de ellas se resolvía 
definit ivamente la contención, sin que cupiera recurso a lguno. Una vez dictada la sentencia. 
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el Cancil ler debía devolver los procesos y actos originales sin hacerse pagar salario de 
copia. 

4.7 La ejecución de la sentencia 

C o m o hemos indicado, contra las sentencias del Cancil ler no se admitía recurso 

alguno. En consecuencia , tenían fuerza de ley y se les debía dar inmediato cumpl imiento , 

En caso de que la jur isdicción eclesiástica se resistiese a ejecutar la sentencia del 
Canci l ler , el abogado fiscal recurría a la Real Audiencia, con una copia autorizada de la 
misma, para solicitar que se le enviasen cartas exhortatorias conminándole a darle ejecución 
de inmediato o que compareciese ante el banco regio. En caso contrario se procedía a la 
ocupación de temporalidades y demás medios compulsor ios . El mi smo procedimiento se 
seguía ante la curia eclesiástica, a instancias de su abogado fiscal, si era la jurisdicción real 
la que se negaba a cumpli r la sentencia. 

En ocas iones , en las causas de inmunidad local, el fiscal retenía al reo de quien se 
había declarado que gozaba de inmunidad eclesiástica hasta que pagase las costas ocasionadas 
para herrarle, ponerle guardias o sacarle violentamente del templo . Ante las quejas de las 
autoridades eclesiásticas, c) 12 de diciembre de 1598 el monarca ordenó que se dejase al reo 
en libertad de forma inmed ia t a . 1 : 4 La misma cuestión fue resuelta en las cortes valencianas 
de 1533 disponiendo que tales costas fuesen tasadas por el juez ec les iás t ico . 1 2 5 

4.8 El Derecho aplicable pore) Canciller 

El Canci l ler debía resolver la cuest ión de acuerdo con las disposiciones de Derecho, 
sin aplicar en n ingún caso las bulas y disposiciones canónicas que no contasen con el pase 
regio. Por ello, mediante real orden de 30 de octubre de 1654 se mandó prender a un clérigo 
beneficiado que había alegado ciertas bulas de Roma consideradas atentatorias contra las 
regalías del monarca. 1 2 ' 1 Tal ocurría con la bula in coena (lamini, que prohibía los recursos 
de fuerza y sancionaba a sus contraventores con graves penas canónicas . Así , en 1657 el 
monarca ordenó que no se aplicase una bula de Gregorio XIV, que no se había admitido en 
España por ser muy lesiva para sus regalías, y dispuso que se reconociesen los despachos 
provenientes de R o m a tocantes a competencias y que no se ejecutasen en n ingún c a s o . 1 2 7 

La bula de Gregor io XIV, sobre la inmunidad de los eclesiást icos, según Cortiada no se 
admit ió en la Corona de Aragón, salvo en Mallorca, nisi soltim ad extractionem. non qua id 

atia.12* De hecho, nos consta efectivamente que en Mallorca había s ido aplicada por a lgunos 
cancilleres. ^ 

5. El Canciller tras la Nueva Planta de Gobierno 

Los Decretos de Nueva Planta de la Corona de Aragón dejaron subsistente el oficio de 
Cancil ler . Incluso el más drástico de ellos, el otorgado a Valencia y Aragón en 1707, 
d ispuso que en las controversias y puntos de jurisdicción eclesiástica se observase la práctica 
y estilo q u e hubiere habido hasta la fecha como consecuencia de las concordias ajustadas con 
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la Santa S e d e . 1 3 0 El Decreto de Nueva Planta de Cata luña de 16 de enero de 1716 dispuso 
que no se hiciese novedad en el Cancil ler de Com pe lene i as y el juez del Breve ni en sus 
juzgados , c o m o en los recursos que en materias eclesiásticas se practicaban en Ca ta luña . 1 , 1 

Aunque el decreto mallorquín de 28 de noviembre de 1715 no se pronunció expresamente 
sobre la cuest ión, la práctica de las competencias se mantuvo c o m o en el pasado, a tenor de 
la cláusula general que disponía que en todas las cosas no comprendidas en el m i s m o se 
siguiesen observando las pragmát icas y privilegios con que se gobernaba el reino. 

En 1718, por fallecimiento del juez de competencias Pedro Je rón imo Peña, el 
Conse jo de Cast i l la solici tó a la Real Audiencia un informe acerca de los sujetos 
competentes para ocupar el c a r g o . " 3 En lo sucesivo, en todas las ocasiones en las que se 
produjo la vacante de la plaza, la Audiencia evacuó tales informes y el monarca designó a 
uno de los p r o p u e s t o s . ' 1 1 Los tres primeros cancilleres de la nueva etapa fueron inquisidores 
forasteros : los doctores Juan Tarancón. (1718-1720) , Matías de Escalzo y Acedo (1720¬ 
1729) y Aurel io Esterripa (1729-1732) . 1 1 4 Poster iormente el cargo se volvió a conceder, 
c o m o en el pasado, a canónigos y dignidades nal niales de Mallorca. Los cancilleres 
nombrados prestaban ju ramento en poder del Capitán General. El salario se les aumen tó en 
esta época a 350 libras (285 pesos y cinco reales de plata) que les satisfacía la Procuración 
R e a l . ' 1 5 

El Canci l ler se asesoraba con dos ministros de la Real Audiencia, pero no estaba 
obl igado a seguir su dictamen, aunque fuese concorde. En 1738 las autoridades militares 
solicitaron el amparo del Consejo de Guerra porque el Canciller, doctor José de Pueyo, había 
declarado la inmunidad eclesiástica en favor de un soldado que había dado muerte a otro 
estando de guardia, de forma premeditada y proditoria, en contra del voto de sus consul tores , 
los oidores José Laudes y Juan Antonio Vallés. A pesar de que las sentencias del Canciller 
eran inapelables, el Conse jo solici tó a la Real Audiencia que enviase un informe con ¡as 
declaraciones de los c o n s u l t o r e s . m 

En el año 1771 la Audiencia de Barcelona elevó una exposic ión al Conse jo de 
Castilla señalando los abusos que, a su ju ic io , habían introducido los cancilleres en 
interpretación de la concordia de 1372. A raíz de ello, se solici taron informes a las 
Audiencias de la Corona de Aragón en las que se aplicaba dicha normativa. El dictamen de la 
Real Audiencia de Mallorca, basado principalmente en un extenso informe elaborado por su 
fiscal,137 fue e levado al Consejo en abril de 1 7 7 3 . 1 5 8 El tribunal mallorquín criticó diversos 
aspectos de) régimen de competencias , c o m o la posibilidad de prorrogar indefinidamente los 
plazos legales, que se entendiesen resueltas en favor de la curia eclesiástica cuando ei 
Cancil ler no dictase sentencia en el plazo prescrito y, especia lmente , que el Cancil ler 
pudiese decidir la causa sin seguir el parecer de los oidores de la Real Audiencia que actuaban 
c o m o asesores y sin mot ivar su ti cien le mente sus sentencias. Sin e m b a r g o , el Conse jo no 
llegó a introducir reforma alguna en el régimen y práctica procesal del juzgado de 
competencias . 

Durante la primera revolución liberal, las disposiciones de las cortes de Cádiz , en su 

afán de unificar el s is tema judicial español , e l iminaron esta jur isdicción especial . Por rea! 

NOVÍSIMA Rl-lC'OI'l l .ACIÓN, v , v i l . i. 
NOVÍSIMA RlX'OI' l l ,ACIÓN. V. IX. 1 , 36 
ARM. AA. Exp LXVII / 1. 
Tenemos constancia de los informes enviados en 1720 (AA Exp. XXXVI / 68) v 1732 (AA Exp 
X X X V I / 6 9 ) . ' 
ARM, LR 99, 122. 198. .126. 
ARM, AA. Exp. XXXVI / 6 8 , 
ARM. AA. Exp. X X X V I / 2 . 
ARM. AA. Exp. X V / 1573. 
ARM. AA. Exp. X V / 1502. 
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decreto de las Cortes de 12 de noviembre de 1813 se declararon supr imidos los empleos de 
Cancil ler de Contenc iones en la Antigua Corona de Aragón y se d ispuso que las 
competenc ias con ios jueces eclesiásticos se decidiesen por las Audiencias mediante el medio 
legal de los recursos de tuerza, y que todos éstos y los de protección tuviesen lugar c o m o en 
las demás provincias de la m o n a r q u í a . 1 , 9 

En 1814 tras el regreso de Fernando VII al trono y la derogación de las disposiciones 
de las cor tes , el úl t imo titular del juzgado de competencias de Cata luña , sol ic i tó al Consejo 
de Cast i l la su reposición en el cargo. Para fundar su resolución, el Conse jo ordenó a las 
Audiencias de los reinos de la Corona de Aragón que informasen sobre el a sun to . En todos 
los informes se incluyeron algunas objeciones a la antigua jurisdicción del Cancil ler por 
considerarla lesiva para las regalías del monarca. El informe del fiscal de la Real Audiencia 
de Mallorca, que lúe aprobado por este tribunal y enviado al Consejo por resolución de 16 de 
d ic iembre de 1816, no const i tuyó una excepción a esta tónica. S iguiendo una argumentación 
muy semejante a la utilizada por su antecesor en 1773, el fiscal informó que era repugnante 
a la autoridad del sup remo tribunal de la provincia que el Cancil ler pudiera resolver 
separándose del d ic tamen de sus asesores, sin motivarlo suficientemente. Por e l lo , concluyó 
que convenía restablecer el juzgado de competencias , sin perjuicio de que en los casos de 
notorio atentado se ejercitase la regalía de los recursos de fuerza, c o m o en Casti l la, Además 
se debía prevenir al Canci l ler que se ajustase a lo a legado y probado, y a lo prescrito por las 
leyes, cánones y cons t i tuc iones pontificias que se hubieran recibido en España, y se le debía 
prohibir que tomase consul ta con ningún ministro l o g a d o . l J Ü 

A pesar de e l lo , el oficio de Canciller fue restablecido por real cédula de 28 tb 
nov iembre de 1817 en el mi smo eslado que tenía en el año 1808, aunque se dispuso que se 
continuase un expediente acerca de sus abusos, para que el Conse jo pudiese consultar al 
monarca las reformas que considerase necesarias. 1" 1 1 Sin embargo , las reformas anunciadas no 
se llegaron a producir. El nuevo nombramiento recayó en la persona del doctor Bartomeu 
Rullan i Garí , capiscol de la C a t e d r a l . u : En los años siguientes nos consta que el juzgado 
del Canci l ler conoció a lgunas contenciones acerca de la validez del asi lo eclesiást ico para 
determinados de l i ncuen te s . I J i En 1830, tras el fallecimiento del Dr. Rul lán , el canónigo Dr. 
Sebast ián Soci as solici tó al Sup remo Consejo de Casti l la su designación para cubrir la 
vacante, 1 ' 1 4 La Real Audiencia e levó un informe favorable a esta pretensión y, en espera de 
que el monarca otorgase el cargo en propiedad, el Capi tán General designó al postulante 
Cancil ler inter ino. El día 26 de abril de aquel año prestó su ju ramen to mediante el que se 
comprome t ió a ejercer el cargo bien y ¡ealmente, y garantizó que no pertenecía a logia 
masónica a lguna, ni había postulado j a m á s el absurdo p riñe i pió de que el pueblo puede 

variar los gobiernos constituidos. 

L o s gobiernos liberales de los inicios del reinado de Isabel II introdujeron diversas 
reformas tendentes a e l iminar los privi legios e inmunidades de la jur isdicción eclesiástica. 
Por R .D . de la Reina Gobernadora de 17 de octubre de 1835 se d ispuso que las causas 
cr iminales contra c lér igos por delitos atroces o graves se formasen por los jueces y 
tr ibunales reales, sin n inguna intervención de la autoridad eclesiástica, especialmente porque 
muchos eclesiásticos, olvidando los deberes que les impone su sagrado ministerio y su 

cualidad de ciudadanos han tomado una pane más o menos activa en la rebelión, 

conspiraciones y tramas contra el trono de mi augusta Hija, en definitiva, por la militància 

A R M . A A 594. 
A K M . A A K.iO/ 152. 
A R M , A A , Exp X L I I / 6 8 . 

M . MOKAOUHS, y J .M . BOVER, Historia general del Reina de Mallorca. I I , Palma. 1841.64»; 
El u l t i m o de ellos datado e u e l año 1826 ( A R M . R S E M A I 1 , leg 6 7 / 6 ) 
A R M . A A H 6 9 / 1. 
A R M . A A 8 6 9 / 2. 
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de numeroso. 1; c lér igos en his filas del Carl ismo. 1 ' " ' Por esle mot ivo quedó ext inguido el 
tribunal del Breve Apostól ico c o m o todos los demás que hasla entonces conocían esta clase 
de causas en la Corona de Aragón. Por fin, el l i .D . de 31 de octubre de 1835 supr imió el 
cargo de Cancil ler en todos los reinos de la Corona de Aragón y d ispuso que las 
competencias entre los tribunales reales y eclesiásticos se enlabiaran y decidieran conforme a 
los prevenido por las leyes de Castilla y disposiciones vigentes sobre la materia , sin 

embargo de cualquiera concordias, leves, fueras y costumbres en contrario.147 

6. Balance de la jurisdicción del Canciller 

La jurisdicción de competencias basada en la concordia de 1372 fue un medio eficaz 
para evitar ruidosos confl ictos en los casos de fricción entre la jur isdicción real y la 
eclesiástica ordinaria. 

En los inicios de la aplicación de la concordia en el principado de Cataluña, los 
conflictos eran resueltos por el Cancil ler del rey, persona eclesiástica que se hallaba 
ín t imamente vinculada a la Administración real. En cambio , en Mal lorca , el Cancil ler era 
un clérigo designado por el monarca para ejercer ese único cometido, de forma que carecía de 
aquella estrecha vinculación y podía a d u a r con mayor autonomía. 

Desde los primeros t iempos de su actividad no faltaron las acusaciones de parcialidad 
en favor de una de las dos jur isdicciones . En febrero de 1578 el Gran i General Conse l l , a 
través de su síndico en la corte, e levó al monarca una queja contra el Cancil ler , aduciendo 
que actuaba según los dictados de la Audiencia y su regente, declarando s iempre las 
controversias contra los delincuentes, sin respetar la inmunidad de las iglesias donde se 
hallaban asilados. 1" 1 3 En cambio , en 1599 fue el monarca quien escribió al Canciller, 
recriminándole que decretase en lodos los casos la inmunidad eclesiástica contra Derecho, 
haciendo caso omiso del parecer de los oidores de la Audiencia que actuaban como consejeros 
de su curia. Por ello, d i spuso que en adelante siguiese los pareceres de sus consejeros , o de 
lo contrario se vería obl igado a actuar c o m o más convendría a su servicio y el bien de la 
just ic ia . 1 4 ' 1 

Las quejas manifestadas por ambas jurisdicciones acerca de las actuaciones del 
Canciller, revelan que , salvo algunas excepciones, este oficial se caracterizó por actuar con 
cierta independencia de cri terio. La jurisdicción real era la que disponía de mejores medios 
para conseguir que el Cancil ler resolviese en su favor. El Canciller era nombrado por el 
monarca, resolvía con el asesoramienlo de los oidores de la Real Audiencia y sólo podía 
aplicar aquellas disposiciones pontificias que no hubiesen sido retenidas por el Consejo , En 
este sent ido, !a actuación del juzgado de competencias fue beneficiosa para la jurisdicción 
eclesiástica, ya que en muchos casos los cancilleres supieron sustraerse a las constantes 
presiones del lugarteniente general , la Rea! Audiencia o el propio monarca para que 
resolviesen en favor de sus intereses. 

Durante los s iglos de vigencia de la insti tución, las s i tuaciones de confl icto de 
competencias se produjeron de forma constante, especialmente las relativas a casos de 
inmunidad local. Pero la inmensa mayoría de el los se resolvieron de forma pacífica, 
mediante la firma de la competencia y el acatamiento de las decisiones adoptadas por el 
Canci l ler o los arbi t ros . 

ARM, A A 617. iiüm 66 
ARM. AA 617, núm. 73 J. MALDONADO, "Los recursos de fuerza en España". 32¡í-32v 
A R M . ACJC 40 , 2S4V-255 
ARM. LR 92, 205-2U-6 = Ap doc 3. 
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Sin e m b a r g o , en algunos casos , más ruidosos que frecuentes, alguna de las 
jur isdicciones se negaba a firmar la contención y actuaba por vía de hecho, sin sujetarse a la 
determinación del Canci l ler . En otros , más raros, ambas curias se somet ían al ju ic io del 
Cancil ler , pero una vez pronunciada la semencia, aquella parte que se sentía perjudicada por 
ella se negaba ejecutarla. 

En el s iglo XVII los conflictos fueron muy frecuentes. Por e jemplo , en febrero de 
1631, una disputa entre la Real Audiencia y la curia eclesiástica, en relación con la creación 
del colegio de San Mart ín, de la Compañía de Jesús, dio lugar a la excomunión del regente y 
oidores de la Real Audiencia por haber citado al vicario general de la diócesis ante el banco 
regio, y éstos en represalia le confiscaron los bienes y mandaron pregonar públ icamente su 
des t i e r ro . I ! u En todos es tos procedimientos no intervino en modo a lguno el Canci l ler cE 
competencias . 

En sept iembre de 1642 el virrey condenó al notar io Mat ías Ferrer a tres años de 
galera e inhabilitación para ejercer su oficio, por un delito de desacato. A pesar de que el reo 
alegó ser clérigo tonsurado y el ob ispo interpuso causa de contención, el virrey s iguió 
adelante el proceso hasta la ejecución de la sentencia. C o m o consecuencia, el prelado 
excomulgó a los oficiales que habían intervenido en el proceso y fulminó un entredicho 
local. En abril de 1643 intervino el monarca aprobando lo procedido por el virrey y 
ordenando al obispo que levantase las penas canónicas. ' Iras una breve resistencia, el 23 de 
ju l io el prelado absolvió de la excomunión al virrey y levantó el ent redicho. 1 5 1 

El 17 de enero de 1645 el virrey extrajo a un bandolero de su asilo en la parroquia de 
Manacor y le hizo dar garrote. Por ello el vicario general abr ió un procedimiento canónico y 
condenó a excomunión al virrey y otros participantes en el hecho, e impuso un entredicho 
Unos días más tarde fueron levantadas las sanciones, pues el virrey cons igu ió la absolución 
previo pago de una mulla de 4 0 0 l i b r a s . i 5 J 

En atención a todas estas al teraciones, el 20 de abril de 1645 Felipe IV dispuso que 

en las causas de contención se debería actuar siempre mediante el procedimiento establecido 

por la concordia y no mediante vía de hecho, por las consecuencias perniciosas que para la 

paz y quietud pública tenían tales conflictos. l í 5 

Sin e m b a r g o , en no pocos casos el propio monarca, por la notoriedad de la 
pertenencia de alguna causa a la jurisdicción real, prohibió a la Real Audiencia que admitiese 
la contención y ordenó que se defendiesen celosamente sus regalías. Por e jemplo, así lo hizo 
en 1651 respecto a la pretensión de que los ministros de la curia eclesiástica debiesen estar 
presentes en el registro de los domici l ios de los ec les iás t icos . 1 5 4 

De todas formas, los conflictos más violentos y prolongados tuvieron lugar c o m o 
consecuencia de las actuaciones de algunas jurisdicciones especiales, c o m o el tribunal de la 
Inquisición y los jueces conservadores de las órdenes mil i tares , que actuaron muy 
firmemente en defensa de las inmunidades de sus aforados. C o m o hemos indicado, la les 
jur isdicciones no estaban sometidas a la normativa de la concordia. 

A . C A M P A N E R . Cronicón mayuriccme. 28t¡, 
A . C A M P A N E R , C r o n i c ó n moyoritense, 401 
A . C A M P A N E R , Cronicón movoriicnsc, 404, 
A R M , Cód. 172, 17üv. 
A R M . Cód. 172, 204 Sobre o l a CÜtSliétl Fernando I I había provisto por fur d f Valenc ia de 1488 
que en tales registros d e b i e s e eslar presente un ofic ial de ta curia ec les iás t ica (l-'OitS Oí: 
V A L E N C I A , 111, 45). aunque en 1510 dispuso que n o seria necesar io en c a s o de que la autoridad 
ec l e s iá s t i ca se n e g a s e a concurrir o que se traíase de un del i to N a c í a n l e (Pl'KS ¡3E VALENCIA. I I I , 

47). 
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La aplicación de los medios compulsor ios debía seguir a s imismo un procedimiento 
reglado. Antes de ordenar su ejecución la jurisdicción real dehía citar a la autoridad 
eclesiástica ante el banco regio, a través de tres sucesivas cartas exhortatorias , para 
conminarla a que cesase en sus procedimientos. Por otra parte, los medios no se ptxiían 
utilizar de forma indiscriminada, fin 1418, a petición del brazo eclesiást ico de Cataluña, el 
monarca dispuso que la ocupación de temporalidades sólo se podría extender a la jurisdicción 
del prelado que hubiese perturbado la jurisdicción real, por sí o a través de sus oficiales 
ordinarios o delegados, y no a otras personas eclesiásticas u otros bienes tempora les . Las 
actuaciones contrarias a esta norma serían nulas ipso iure, bajo pena de dos mil florines de 
o r o . 1 5 5 As imismo, por real orden de 18 de mayo de 1657, Felipe IV dispuso que en caso efe 
conflicto, el lugarteniente genera! y Real Audiencia pudiesen proceder a la ocupación de 
temporalidades, así de jurisdicción c o m o de prebendas, beneficios y décimas, y al exilio de 
los clérigos con tumaces , aunque deberían usar estos medios con moderación, empezando por 
los más suaves y aumentando la presión a medida que creciese la resistencia y avanzasen las 
actuaciones de los eclesiást icos. ' 

La aplicación de la concordia de 1372 suponía una ventaja para la jurisdicción 
eclesiástica con respecto a los recursos de tuerza mediante los que se resolvían tales 
conflictos en la Corona de Cast i l la . A pesar de que el regalismo borbónico se planteó la 
necesidad de introducir reformas en el procedimiento seguido ante la curia del Canci l ler , la 
Iglesia siguió contando con este medio privilegiado para defender sus inmunidades hasta la 
derogación definitiva de la concordia por el decreto de I de octubre de 1835, 

CYADC, II. 3, 2,4. 
ARM. Cód 172. 2fi« = Ap. (toe. 4. 
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A P É N D I C E D O C U M E N T A L 

Doc. 1 

1549, agosto, 24 . Valladolid. 

L·i Reina María, Lugarteniente General de Carlas !, nombra a Miquel Gual 

Canciller de Competencias del reino de Mallorca e islas adyacentes, ¡xua que juzgue las 

contenciones según la concordia de la reina Leonor y el Cardenal de Comenge. 

A.R.M. , Cód . 180, 1'. 279v. 

1:1 rey. 

Y por Su Mages tad Maximil iano y D" Maria, Reina de Bohemia , etc. 

Amado de su Magd. 

Por la buena relación que tenemos de vuestra persona y que os emplearcys en todo 
lo que sea servicio de Su Magd . y bien de la just icia os l iásemos nombrado y provehido 
por Canci l ler de Su Magd. durante su real benepláci to y nuestro en esse reino efe 
Mallorca e islas de Menorca , Ivisa y otras adiacentes, a efecto de la observanza de la 
concordia de la reina D. Leonor con el Cardenal de C o m e n g e en materia de contensiones 
entre las cortes e iurisdictiones ecelesiástica y seglar, y ha vemos mandado generalmente 
guardar y observar la dicha concordia, e porque cumple mucho al servicio de Su Magd. y 
bien de la justicia que esto se effectúe con lodo cumpl imien to vos encargo que acceptéis 
la dicha nominac ión , comiss ión y cargo, y entendáis en ella con la solicitud e integritat 
que conviene y de vos se confía, que nos tendremos memoria de lo que vos en ello 
sirviérades para que Su Magd. os lo remunere c o m o es razón. Y para intellegcncia de la 
plática de la dicha concordia en la forma de proceder, lo que ahí no supiéredes 
consul tareys con el abogado fiscal de Cataluña, que tendrá cargo de responderos y de 
daros razón de lo que le cónsulláredes. Y en los casos dudosos y de importancia tomareys 
dos , tres o quatro doctores no sospechosos para que os sirvan de consejeros y podáis 
mejor y más brevemente decidir las dichas causas. Y de c ó m o esto se huviere puesto en 
execución n o s d a r e y s aviso por vuestras letras, dando en lo demás que sobre esto se os 
hablará de nuestra parte, fee y crédito al lugarteniente y capitán general desse reino. 

Dado en Valladolid a XXI !I! de agosto de 1549. = La Rey na = Maximi l iano = 

Vidit de Calle Vicecanciller = Vidit Comalonga , secretario = Vidit Urgel les , Regente = 

Vidit Camac ius , Regente . 

Doc. 2 

1551, nov iembre , 11 y diciembre 2. Ciudad de Mallorca 
Sentencia de! arbitro entre la jurisdicción secular y la eclesiástica sobre la 

competencia entre ambas curias ¡xua juzgar los delitos de Antoni Cànaves, que alega 

privilegio clerical, que determina la competencia de la curia real. Sentencia posterior del 

Canciller que otorga la competencia a la curia eclesiástica. 

A.R.M. , A.A. 237 , ff I 4 6 v - I 4 7 v , 

Sentencia Arbitralis 

I .udovicus Vilana, I.U. doctor, arbiter in viam iuris assumptus iuxta concordiam 
Regine T-lconoris el Cardinalis Comnenna rum in eontent ione jur isdicl ionis or le inler 
curiam ecclesiast icham Rm. Episcopi Maioricensis e! curiam secularem Spectabil is 
Locumtenent i s Gcncral ís eiusdem regni parlibus ex altera, super rcpetit tone tacta de 
persona Anthoni i Cancvcs in regiis carceribus detenti . Visa inquisit ione curiam 
secularem contra dictum Caneves recepta, visis liltcris ab u t rumque curia emana l i s , visis 
videndis et tolo processu et eius merilis at tent is , habito col loquio c u m magnifico 
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domino conarbi tro, pronunciat , sententiat et declarat predicium Anthon ium Cañe ves 

reum de cr iminibus in predicta inquisilionis contcnt is , privi legio clerical i non gaudere 

nec ad curiam ecclesiaslicam eum repclcntem tradendum esse, sed eiusdem cogni l ionem 

el puni t ionem ad curiam secularem pertinere, non obstant ibus quibusvis in contrarium 

dictis, deduclis et allegatis. = Ludovicus de Vilana, arbiter. 

Lata, lecta et publícala fuit predict;i senteniia arbitralis de mandato magnifici 

arbitri ad instant i am discret i fisc i re gis procuratoris, ex una parte presente, ex altera vero 

parte videlicet venerabihs Barto!orneo Mir, presbítero et curie ecclesiastice procuratore 

fiscalí, absenté habi to pro presente, die mercurii XI mensis Novcmbr i s anno a nativitate 

Domini MDL1, presentibus pro testibus Magnifico Petro Benedicto Salas , domicello 

dierum maiore . et discreto Marti no Alan va. notario Maioricensis . 

Sciuctuiu Cimcellurit. 

Michael Gual , canonicus , I.U. doctor. Canee llar tus, super contentíoue 

jur isdict ionis Ínter curiam ecclesiaslicam el secularem super tonsuram et privilegiïs 

c l enca l i buse t alias pro exequt ione et observantia concorde inier sereniss imam dominam 

Reginam Eleonorem et admodum Reverendum dominum Cardinalis C o m n e n n a r u m , per 

serenissimos reges Boeme const i tutus el creatus in civitale et regno Maioricarum et 

insulis e iusdem adiacenl ibus. 

Quia iurisdictionem queslio ínter curiam ecclesiaslicam ex una et curiam 

secularem partibus ex aliera. ventilatur super repetil ione persone Anthonii Caneves , 

clerici conjugal i c u m única et virgine, in earcerihus regiis detenti impelí ti de nece 

cuiusdam Laurentii Sastre ac etiam de fautoría bannit is regiis prest i ta, atque per 

secularem curiam pretendatur prefatum Caneves , c ler icum, privi legio clerical! non 

gaudere nec ad curiam ecclesiaslicam remiticndum esse, sed cogni l ionem et puni l ionem 

dicti Caneves ad curiam secularem pertinere. Verum quia ex processu per curiam 

secularem contra dictum Caneves formato constat de remiss ione eusdem metu 

censurarum factam per ol im Speclabilem Locumleneniem Genernlcm ministro Sancli 

Spir i tus comrnissar io apostól ico qui prefatum Caneves clericum a dicta nece iudicavit. 

Cons le tque insuper ex processu per curiam ecclesiaslicam recepto prefatum Anthonium 

Caneves repertum fuisse in habitu et tonsura honeslitali clericorum coniugatorum 

convenienti uli de j u r e copulal ive in clericis conjugatis requiritur. licet a ju re certus et 

determinat us ha b i tus in clericis non reperiatur et in codem o m n e s qual i tales a jure 

canónico requisite reperiantur ad conservat ioncm predicti privilegií clerical is. Idcirco et 

alias, ómnibus dil igcnter visis, et mature consideraiis . Christ i nomine invócalo, 

pronunciat et declarat prefatum Anihonium Caneves , clericum con juga tum. privilegio 

clericali gaudere et consequenter ad curiam ecclesiaslicam foro el esse tradendum el 

remit tendum non obs tant ibus cr iminibus de quibus per Fiscum regium impeti tur , et 

signanter de nece dicti Sastre, quia de ea per commisa r ium aposto] i cum iudicatus fuit et 

iuxta Iuris C o m m u n i s disposil ionern sepius de eodem crimine sive delicio inquirendum 

non est , nec predictum crimen lautorie est la le propler quod iuxta canónicas san I iones 

predictus Caneves privi legio clericali amittere debeal. Pro uti declaramus cum presenti 

non amittere sentent iam arbitralem magnifici Franciscí de Campful lós arbitri pro pane 

curie ecclesiasiici assumpt i , confirmando quibusdam dictis seu pretensis per F iscum 

regium non obstant ibus . = Michael is Gual, Canonicus et Cancel lar ius . 

Lata, lecta et publicata fuit predicta sententia de mandato el provis ione pretal i 

Reverend i Cancellari i , die videlicet martis secunda mensis Decembris anno a nativitate 

Domini M D L l hora vesperorum, partibus assignata in d o m o dicti Reverendi Cancellarii 

per me Petrum Joannes Bosch notarius et in scribam per sereniss imos reges Btx:mc el 

Mispaniarum gubernaiores nomina tum el depuiatum prefato Cancellarii de et super 

causis prenarraiarum conten l ionum, presentibus procuratoribus fiscal ¡bus videlicet curie 

ecclesiastice et curie sectil aris prediclis, et dictam sententiam publicari tequirenlibus, 

present ibus pro testibus magislro Anthonio Alfonso, valore, el Damiano Johan, cu llore 

Maior icarum ad hec vocatis et assumptis . 
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Doc. 3 

1599, d ic iembre , 4 . Aranjuez. 

Felipe lli mediante Carta real ordena al Canciller que en el futuro declare las 

contenciones según el parecer concorde de sus consejeros. 

A.R.M. , L.R, 92 , IT. 205-206 . 

A m a d o nuestro. A mi noticia ha llegado que ha viéndose formado contención entre 
las cortes ceelesiásiiea y seglar a instancia de Martín y Nicolás Rus iño l , pretendió haver 
de ser restituidos a la iglesia donde eslavan quando fueron citados por beneficio de paz el 
día que se succedió el caso de los Angladas, y vos declarasteis, contra el voto y parescer 
de vuestros consejeros que eran los doctores Miguel Miralles y Pedro Serra, sin llevar 
quenta con las razones y jus t ic ia del Pisco, que ha vían sido sacados con violencia de la 
iglesia y que dehian ser vueltos a ella. Y que la misma y haún más fuerte declarat ion 
hizisteis en el caso de Luys Texedor, executada por el veguer por haber quebrantado 
cierto arresto, pues haviéndose procedido contra él legí t imamente y estando fundada la 
just icia del F i sco en esta parle, no solamente declarasteis no haver podido proceder el 
veguer contra ell, ames de haver declinado jurisdicción por ser clérigo conjugado, pero 
ahún haver s ido bien hechos los procedimientos de la corte ecclesiástica contra dicho 
veguer sin haver al tendido en esto a la disposición de la concordia de la Senyora Rey na 
doña Leonor y el Cardenal de C o m e n g e . ni a otras circunstancias que qualificaria y 
justificaría la pretensión del Fisco, y mucho menos al voto y parescer de los dichos 
consejeros , s ino so lamente a vuestra opinión. De cuyos effectos, assí en los casos 
re Heridos c o m o en el que sucedió en el año de 1594 de un Jayme Andreu y en el de los 
bandoleros de la villa de Soller , no he podido dexar de quedar muy deservido porque, 
dexado aparte que no se vea cómo cumpliendo vos con vuestra obligalión poder apartaros 
del parescer de los que thomays por consejeros, siendo de tales letras, bondad y integridad 
( como es notor io) , resulta desto muy gran daño y en particular quedar mutablemente 
preiudicada mi real jurisdictión, padesce la administración de la jus t ic ia , de que pende la 
total quietud deste reino y el buen govierno del, y recrescerse muchos gastos a mi 
pat r imonio real, sin o t ros que sería largo de refferir demás de la pernitiosa introductión 
que haveys hecho en no querer admitir las opiniones que sobre estas materias eslavan 
antes recevidas rio solamente en esse rey no sino también en Cata lunya , sabiendo del 
e x e m p l o y importancia que suele ser el esti lo y cos tumbre señaladamente la de aquel 
principado para lo que ahí se ofresse, y assí porque de lo que vos haveys hecho en 
declarar de algún t i empo en esta parte contra voto de los consejeros no se sigua 
continuarse los daños referidos y venir a imposibi l i tarse el remedio del los, vos mando 
ex pressa mente que siempre que se ofreciere caso de contención guardeys y observeys lo 
que en los semejantes se observa y guarda en Catalunya, c o m o os está mandado en otras 
ocas iones , y que ya que lo declarado y procehido por vos de otra manera hasta ahora no 
puede revocarse c o m o convendría, tengays muy particular quenta de aquí adelante en 
descargar vuestra conciencia con la de los consejeros que tomades , que se ha de presumir 
que aciertan en sus paresseres, sin que por ninguna vía intentéis hazer otra cosa porque 
me obl igareys a proveher en ello c o m o más conviniere a mi servicio y al bien de la 
justicia. Datum en Aranjuez a l i l i de diciembre 1599. 

Dot. 4 

1657. mayo , 18. Madrid. 

El Rey dispone que en caso de conflicto con la jurisdicción eclesiástica, el 

lugarteniente y Real Audiencia pueda prweder a ta ocupación de temporalidades, así de 

jurisdicción como de bienes, prebendas y décimas, y al exilio de ios contumaces, aunque 

usando de estos medios con moderación y de forma paulatina según crezca ta resistencia 

de los eclesiásticos. 

A.R.M. , Cód ice 172, f. 2 6 8 . 
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El Rey 

Egregio Conde de Monto ro , pariente, mi Lugarteniente y Capi tán General, 
Nobles , Magníf icos y A m a d o s Consejeros, l ie tenido noticia que en essa Real Audiencia 
se ha dudado si quando se procede a ocupación de temporalidades contra los ecelesiásticos 
solamente se puede estender a la jurisdicción y no a los bienes y rentas que gosan, Y 
para que en esto se obre de aquí adelante c o m o conviene , ha parecido advertiros y 
mandaros que en los casos de encuentros de jurisdicción con los ecelesiásticos deváis 
observar lo que por cos tumbre y derecho común toca a mis regalías y conforme lo 
dictaren las occasiones y la razón de la defensa natural de nus derechos y jurisdicción real 
podréis usar de lodos los medios y en la ocupación de temporalidades proceder no sólo a 
la de la jurisdicción s ino a todos los demás bienes temporales assí pa t r imonia les como 
de prebendas, beneficios y décimas, y ass imismo os podéis valer del exi l io y demás 
compuls iones que por el derecho y costumbre se pueden, pero pi\x:ed¡endo en todo con 
grande moderación y prudencia, comenzando por los medios más templados y exclitando 
sólo lo que fuere necessario para conservación de mis derechos y reintegración de los 
daños que hubieren recibido mi jurisdicción y regalías, y creciendo en las cominaciones y 
compuls iones según creciere la contumacia o procedimientos de los ecelesiásticos, 
portándoos en la materia con la contención y premeditación que confío del celo de tales 
minis t ros y vos mi Lugarteniente y Capitán General tendréis la m a n o en que assí se 
execute y haréis que se registre esta orden en el libro de las generales para que aya noticia 
del la y que se observe y cumpla en todos t iempos , que assí es mi voluntad. Dada en 
Madrid a 18 de m a y o 1657. = Yo el Rey, 
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Resumen 
El artículo estudia la figura del Juez Canciller de Competencias, oficial encargado de 
resolver los conflictos de competencias entre la jurisdicción real y la eclesiástica, de 
acuerdo con la concordia suscrita en 1372 entre la reina Leonor y el cardenal de Comenge, 
a lo largo de su dilatada vida institucional (1549-1835). Se analiza la introducción de esta 
jurisdicción especial, el estatuto orgánico del Canciller, los casos que podían dar lugar a 
tales conflictos - los supuestos de inmunidad personal, inmunidad local o de injusticia u 
opresión cometidas por la jurisdicción eclesiástica- y las especialidades del procedimiento 
seguido ante su curia. En definitiva, el trabajo profundiza en el estudio de las relaciones 
entre la Iglesia y el poder real en la Mallorca del Antiguo Régimen 

Abstract 
El artículo estudia la figura del Juez Canciller de Competencias, oficial encargado de 
resolver los conflictos de competencias entre la jurisdicción real y la eclesiástica, de 
acuerdo con la concordia suscrita en 1372 entre la reina Leonor y el cardenal de Comenge, 
a lo largo de su dilatada vida institucional (1549-1835). Se analiza la introducción de esla 
jurisdicción especial, el estatuto orgánico del Canciller, los casos que podían dar lugar a 
tales conflictos - los supueslos de inmunidad personal, inmunidad local O de injusticia u 
opresión cometidas por la jurisdicción eclesiástica- y las especialidades del procedimiento 
seguido ante su curia. En definitiva, el trabajo profundiza en el estudio de las relaciones 
entre la Iglesia y el poder real en la Mallorca del Ant iguo Régimen 


